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Quito, D.M., 11 de abril de 2024 
 

CASO 21-21-IN 
  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

EMITE LA SIGUIENTE 
 

SENTENCIA 21-21-IN/24 
 
Resumen: La Corte Constitucional resuelve la acción pública de inconstitucionalidad propuesta en 
contra del artículo 2 de la Resolución 102-2023, emitida el 21 de junio de 2023 por el Consejo de la 
Judicatura que prioriza las notificaciones electrónicas de todas las actuaciones judiciales a nivel 
nacional. Luego del análisis correspondiente se desestima la acción al encontrar que el artículo 
impugnado que guarda relación con la implementación de la notificación electrónica, no es 
incompatible con el derecho a la defensa.   
 

1. Antecedentes procesales 
 
1. El 08 de marzo de 2021, Patricia María Ortega Ramírez, Florentino Abel Valeriano 

Bailón, Nancy Graciela Larco Acuña, Shirley Jazmín Villon Ramírez, Cecilia Endara de 
accionantes presentaron una acción 

pública de inconstitucionalidad en contra de la Resolución 102-2020 emitida por el Pleno 
del Consejo de la Judicatura resolución o resolución originalmente impugnada
22 de septiembre de 2020 y publicada en el Registro Oficial número 323 de 05 de 
noviembre de 2020. 
 

2. Por sorteo electrónico efectuado el 09 de marzo de 2021, el conocimiento de la causa le 
correspondió a la jueza constitucional Karla Andrade Quevedo. 

 
3. En auto de 21 de mayo de 2021, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional admitió 

a trámite la acción;1 negó el pedido de suspensión provisional de la resolución; corrió 
traslado con el auto al Consejo de la Judicatura y a la Procuraduría General del Estado 

PGE gnando la constitucionalidad de la 
resolución impugnada; requirió al Consejo de la Judicatura remitir el expediente con los 

                                                 
1 Conformada por las juezas constitucionales Karla Andrade Quevedo, Carmen Corral Ponce y Teresa Nuques 
Martínez. 



Martes 28 de mayo de 2024Edición Constitucional Nº 364 - Registro Oficial

3 

 
 

                                                 Sentencia 21-21-IN/24
                                   Jueza ponente: Karla Andrade Quevedo

 

2 
 Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 
            email: comunicacion@cce.gob.ec 

informes y demás documentos que dieron origen a la resolución impugnada; y, dispuso 
poner en conocimiento del público la existencia del proceso.  

 
4. El 25 de junio de 2021, el Consejo de la Judicatura dio cumplimiento a lo requerido por 

el Tribunal de la Sala de Admisión.  
 

5. En auto de 21 de octubre de 2021, la jueza sustanciadora avocó conocimiento del caso y 
dispuso notificar con el contenido de éste al Consejo de la Judicatura y a la PGE. 

 
6. Finalmente, el 15 de marzo de 2024, la jueza sustanciadora requirió al Consejo de la 

Judicatura que remita un informe actualizado respecto de la vigencia de la resolución 
impugnada, y en caso de que ésta se encuentre derogada, informe si el contenido de la 
resolución impugnada ha sido reproducido en otra normativa o resolución que se 
encuentre vigente. Este pedido fue cumplido el 19 de marzo de 2024.  

 
2. Competencia 

 
7. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver la presente 

acción pública de inconstitucionalidad de conformidad con lo previsto por el artículo 436 
numeral 2 de la Constitución, en concordancia con los artículos 75 numeral 1 literal d) y 
191 numeral 2 literal a) de la LOGJCC. 

 
3. Normas impugnadas 

 
8. La demanda de acción pública de inconstitucionalidad se presentó en contra de la 

Resolución 102-2020 emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura, cuyas 
disposiciones establecen:  

 
Artículo 1.- Objeto.- Promover y priorizar las notificaciones electrónicas para las actuaciones 
judiciales generadas en los procesos cuyo conocimiento y resolución sea competencia de la 
Corte Nacional de Justicia, de conformidad con la Constitución y la Ley.  
 
Artículo 2.- Notificaciones electrónicas.- Se exhorta a los abogados en libre ejercicio, 
instituciones públicas, estudios jurídicos colectivos y consultorios jurídicos gratuitos, a 
utilizar medios electrónicos para la recepción de las notificaciones de los procesos que 
patrocinan en la Corte Nacional de Justicia. Para el efecto, podrán consignar como lugares de 
notificación los casilleros judiciales electrónicos proporcionados por el Consejo de la 
Judicatura o correos electrónicos personales o corporativos bajo su responsabilidad, en el 
término máximo de 45 días contados a partir de la suscripción de la presente resolución.
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Artículo 3.- Firma electrónica.- Los Presidentes de Sala, Jueces Nacionales, Conjueces 
Nacionales y Secretarios Relatores de las Salas Especializadas de la Corte Nacional de 
Justicia, utilizarán de forma obligatoria la firma electrónica provista por el Consejo de la 
Judicatura como entidad de certificación, en todas las actuaciones judiciales generadas a 
través del Sistema Automático de Trámite Judicial Ecuatoriano SATJE.  
 
Artículo 4.- Notificaciones físicas.- Las notificaciones a las casillas físicas deberán realizarse 
de manera excepcional, siempre y cuando no exista la posibilidad de realizarse de forma 
electrónica.  
 
Artículo 5.- Protocolo de bioseguridad. - La Corte Nacional de Justicia aplicará su protocolo 
de bioseguridad en las notificaciones que se deban realizar a las casillas físicas, así como 
también para entrega de copias de escritos y documentos anexos que por su gran volumen o 
por su ilegibilidad no se pudieran digitalizar y remitir con las notificaciones electrónicas.  
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 

PRIMERA. - La Dirección Nacional de Innovación, Desarrollo y Mejora Continua del 
Servicio Judicial, establecerá e impulsará la aplicación del procedimiento para la obtención 
de casilleros judiciales electrónicos por parte de estudios jurídicos colectivos y consultorios 
jurídicos gratuitos en el término de 30 días contados a partir de la suscripción de la presente 
resolución.  
 
SEGUNDA.- La Escuela de la Función Judicial, en coordinación con las Direcciones 
Nacionales de Innovación, Desarrollo y Mejora Continua del Servicio Judicial, de 
Comunicación Social y de Gestión Procesal, impulsarán una capacitación virtual para los 
abogados en libre ejercicio, instituciones públicas y privadas, estudios jurídicos colectivos y 
consultorios jurídicos gratuitos, en cuanto al uso del casillero judicial electrónico y firma 
electrónica, la cual deberá desarrollarse dentro del término de 45 días contados a partir de la 
expedición de la presente resolución. 
 
TERCERA. - La Dirección Nacional de Comunicación Social realizará la difusión masiva y 
permanente sobre la implementación del Plan Piloto de notificaciones electrónicas en la Corte 
Nacional de Justicia y socializará los procedimientos para la obtención de los casilleros 
judiciales electrónicos con énfasis en los abogados que no se encuentran registrados en el 
Foro de Abogados.  
 
DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. - La ejecución de la presente Resolución estará a cargo, en 
el ámbito de sus competencias, de la Dirección General, Direcciones Nacionales de: 

Desarrollo y Mejora Continua del Servicio Judicial; Comunicación Social; Escuela de la 
Función Judicial y de la Corte Nacional de Justicia. 
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4. Argumentos de los sujetos procesales 
 

4.1. Argumentos de los accionantes   
 
9. Los accionantes sostienen que la resolución impugnada es contraria al principio de 

independencia judicial y legalidad, así como los derechos a la tutela judicial efectiva, 
defensa, el derecho a decidir el lugar de notificación como parte de su libertad y los 
derechos de los consumidores y usuarios previstos en los artículos 168, 226, 75, 76 
numeral 7 y 52, 53 y 54 de la Constitución respectivamente. 
 

10. En cuanto a la transgresión del principio de independencia judicial y legalidad, explican 
que el Consejo de la Judicatura, al regular aspectos de la actividad jurisdiccional, como 

Administrac  
 

de la Corte Nacional de Justicia, ya que como sabemos al publicar en forma física, impresa 
en hojas de papel y notificarnos en las casillas judiciales físicas, contribuye a transparentar y 
plasmar en forma apropiada sus actuaciones JUDICIALES, que NINGUNA OTRA 
AUTORIDAD PUEDE RESTRINGIRLES, ni mucho menos, cambiarles, disponerles en sus 
actuaciones que tienen que ver con la administrac  

 
11. Respecto a la presunta incompatibilidad de la resolución frente al derecho a la defensa y 

el derecho de los usuarios del sistema de administración de justicia, los accionantes 
indican que, a través de la resolución impugnada, se impone a los abogados en el libre 
ejercicio de la profesión el uso de medios digitales para la notificación de las decisiones 
que emita la Corte Nacional de Justicia. En esta misma línea, los accionantes establecen 
que, de un análisis de la resolución impugnada, se confirma que ésta puede ser contraria 
y vulneraría el derecho al debido proceso, específicamente en la garantía de defensa, por 

, impesa (sic) en hojas de papel, donde 
constan todas las formalidades de ley y que lo reqeurimos (sic) para un buen ejercicio de 

accionantes refieren que existen profesionales del derecho que no tienen la obligación de 

resolución impugnada no puede obligar a estos profesionales -abogados inscritos en el 
colegio de abogados hasta antes del 2009- a obtener un casillero judicial electrónico y 
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12. En suma, los accionantes refieren que la resolución impugnada es contraria al derecho a 
la tutela judicial efectiva icas e 
impresas en papel, con todas las formalidades de ley en las casillas judiciales físicas para 

notificaciones utilizando el internet son inseguras, se bloquean, pueden ser afectadas por 
 

 
13. Por lo expuesto, solicitan que se declare la inconstitucionalidad de la resolución 

impugnada. 
 

4.2. Argumentos de la parte accionada 
 

4.2.1. Argumentos del Consejo de la Judicatura  
 
14. Respecto a la presunta incompatibilidad de la resolución impugnada frente al principio 

de independencia judicial y legalidad, el Consejo de la Judicatura refiere que la 
resolución es el resultado de aplicación de normativa relacionada con las atribuciones y 
competencias del Consejo de la Judicatura para sentar las bases para el desempeño 
armónico y efectivo de la Función Judicial, más aún en el contexto de la pandemia 
provocada por el COVID-19.  
 

15. Sobre el argumento relacionado con la imposición a los abogados del uso de medios de 
notificación electrónica, el Consejo de la Judicatura enfatiza en que:  

 

electrónicos por parte de abogados en libre ejercicio y entidades públicas o privadas en 
general, sino únicamente exhortar al uso de medios electrónicos para la recepción de 
notificaciones judiciales, sin que aquello signifique atentar contra el derecho que tienen los 
sujetos procesales para establecer con absoluta libertad el medio que consideren pertinente 
para la recepción de sus notificaciones, ni mucho menos interferir en las decisiones adoptadas 
por los juzgadores en el ejercicio de su potestad jurisdiccional. 
 

16. Así también sobre la alegada incompatibilidad de la resolución impugnada con el derecho 
al debido proceso en su garantía de defensa, el Consejo de la Judicatura refiere que

 
icados en 

el desarrollo de las causas jurisdiccionales, pues la implementación de herramientas digitales 
que cumplen el mismo rol que actuaciones físicas, no cambian un desarrollo de un proceso 
judicial. En consecuencia, con las políticas de distanciamiento para evitar contactos 
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innecesarios, que puedan provocar el contagio del virus Sars Cov 2, la implementación de 
herramientas y medios digitales, no solamente responden al fruto innovativo del uso de la 
tecnología en la administración de justicia, sino que se constituyen en una medida necesaria 
para mitigar los riesgos de contagio de (sic) trajo consigo el brote de la pandemia COVID-
19. 
 

17. Posteriormente, en el informe presentado el 19 de marzo de 2024 el Consejo de la 
Judicatura, en lo principal, manifiesta que la resolución impugnada fue derogada 
conforme lo previsto en la disposición derogatoria segunda de la Resolución 102-2023 
emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura el 21 de junio de 2023 y que fue 
publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial número 344 de 03 de julio de 
2023.  
 

18. Respecto al contenido de la resolución 102-2023, el Consejo de la Judicatura precisó que, 
a diferencia de la resolución 102-2020 ésta tiene como objetivo la priorización de las 
notificaciones electrónicas en todas las actuaciones judiciales a nivel nacional y no solo 
en la Corte Nacional de Justicia.  

 
19. Así también, sobre el proceso de aprobación de la Resolución 102-2023, el Consejo de la 

Judicatura enfatizó que:  
 

No. 102-2023, se encuentra enmarcada dentro de la normativa legal correspondiente; y, 
tomando en cuenta que el casillero judicial electrónico posee las mismas funciones que un 
casillero judicial físico, recibir las notificaciones del sistema judicial ecuatoriano. La 
diferencia radica en la operatividad del casillero electrónico por cuanto es totalmente digital 
y no implica el uso de papel, sumado a las consiguientes ventajas de ahorro de tiempo, 
inmediatez, seguridad y transparencia.  

 
20. Respecto a la implementación del casillero judicial electrónico, el Consejo de la 

Judicatura estableció que  
 

momento de comparecer al proceso, determinarán donde (sic) recibirán las notificaciones. 
Son idóneos los siguientes lugares: el casillero judicial, domicilio judicial electrónico, correo 

[Es 
así que] todos los abogados que se encuentran registrados en el Foro de Abogados, 
automáticamente tienen casillero judicial electrónico; y, en el caso de abogados que no 
pertenecen al Foro y de instituciones públicas, podrán acceder a este servicio tras realizar un 
procedimiento corto desde la página web institucional del Consejo de la Judicatura.  
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5. Cuestión previa 
 

5.1. El control de constitucionalidad de normas derogadas 
 

21. El control abstracto de constitucionalidad tiene como principal objetivo garantizar la 
unidad y coherencia del ordenamiento jurídico al determinar incompatibilidades de las 
normas infra constitucionales respecto de la Constitución. Este control se rige por los 
principios previstos en el artículo 76 de la LOGJCC. 
 

22. Además, la Corte ha señalado que es competente para realizar control de 
constitucionalidad de normas derogadas y declarar su inconstitucionalidad, siempre y 
cuando las mismas tengan la potencialidad de producir efectos contrarios a la 
Constitución o de aquellas disposiciones por las que fueron reemplazadas, en caso de que 
se presuma la unidad normativa, conforme lo establece el artículo 76 números 8 y 9 de la 
LOGJCC. En consecuencia, la Corte Constitucional puede hacer control de 
constitucionalidad de normas derogadas cuando se verifiquen los siguientes supuestos: i) 
unidad normativa2 o ii) efectos ultractivos.3   

 
23. En virtud de las alegaciones presentadas por el Consejo de la Judicatura, esta Corte 

encuentra que la Resolución 102-2020, fue derogada por la Resolución 102-2023, de 21 
de julio de 2023, 4 misma que fue publicada en el Registro Oficial de 03 de julio de 2023. 
Por lo que, en primer lugar, corresponde establecer si el contenido de la Resolución 102-
2020 ha sido reproducido por la Resolución vigente en la actualidad, es decir, la 102-
2023. Para ello, cabe mencionar que de la revisión de los cargos presentados por los 
accionantes -identificados en el acápite 4 supra- esta Corte Constitucional verifica que, 

                                                 
2 
unidad normativa, que se produce en  tres supuestos: cuando la disposición acusada o su contenido se encuentran 
reproducidos en otros textos normativos no demandados; cuando no es posible producir un fallo sobre una 
disposición jurídica expresamente demandada, sin pronunciarse también sobre otra con la cual guarda una 
conexión estrecha y esencial; o, cuando entre la disposición impugnada y la no impugnada existe una relación 

-16-SIN-CC y 29-16-IN/21, párrafo 19. 
3 Como ha señalado e
ley derogada, la cual está definida en la posibilidad de que la norma logre que sus efectos sean aplicados más 
allá del momento en que dejó de pertenecer al ordenamiento jurídico positivo, independientemente de si los 
hechos que la motivaron se dieron antes o después de dicha derogatoria, lo cual deja la posibilidad de que la 
Corte ejerza control constitucional sobre la misma, aunque su período de validez formal haya te
Constitucional, sentencias 15-18-IN/19, párrafo 48 y 65-19-IN/21, párrafo 24. 
4 DISPOSICIÓN DEROGATORIA SEGUNDA. - Deróguese la Resolución 102-2020, de 22 de septiembre de 
2020, publicada en el Registro Oficial No. 323, de 5 de noviembre de 2020, mediante la cual el Pleno del 
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aun cuando se ha demandado la inconstitucionalidad de toda la resolución, en realidad 
los argumentos presentados cuestionan exclusivamente el uso de medios electrónicos 
como medio de notificación; es decir, las disposiciones contenidas en los artículos 2 y 4 
de la resolución. De modo que, esta Corte verificará si estos artículos han sido 
reproducidos en la resolución actualmente vigente: 

 
Resolución 102-2020 

Promover y priorizar las notificaciones 
electrónicas en la Corte Nacional de 

Justicia 

Resolución 102-2023 
Priorización de notificaciones electrónicas 
en todas las actuaciones judiciales a nivel 

nacional  
Artículo 2.- Notificaciones electrónicas. - 
Se exhorta a los abogados en libre ejercicio, 
instituciones públicas, estudios jurídicos 
colectivos y consultorios jurídicos gratuitos, 
a utilizar medios electrónicos para la 
recepción de las notificaciones de los 
procesos que patrocinan en la Corte 
Nacional de Justicia. Para el efecto, podrán 
consignar como lugares de notificación los 
casilleros judiciales electrónicos 
proporcionados por el Consejo de la 
Judicatura o correos electrónicos personales 
o corporativos bajo su responsabilidad, en el 
término máximo de 45 días contados a partir 
de la suscripción de la presente resolución. 

Artículo 2: Notificaciones electrónicas. - La 
Defensoría Pública, Fiscalía General del Estado 
y las demás instituciones públicas y privadas, 
estudios jurídicos colectivos, abogados en libre 
ejercicio, consultorios jurídicos gratuitos y 
otros usuarios de la Función Judicial, utilizarán 
de manera prioritaria como lugares de 
notificación los domicilios judiciales 
electrónicos, correos electrónicos de un 
defensor legalmente inscrito, el correo 
electrónico personal o corporativos. 

Artículo 4.- Notificaciones físicas. - Las 
notificaciones a las casillas físicas deberán 
realizarse de manera excepcional, siempre y 
cuando no exista la posibilidad de realizarse 
de forma electrónica 

Artículo 4: Notificaciones físicas. - Sin 
perjuicio de la determinación prevista en el 
artículo 66 del Código Orgánico General de 
Procesos, si las partes han señalado autorizando 
un mecanismo electrónico para recibir las 
notificaciones que les correspondan, se utilizará 
este medio. 

                                                                               Cuadro elaborado por la Corte Constitucional. 
 
24. Tal y como se desprende del cuadro ut supra, en el artículo 2, aun cuando la Resolución 

102- resolución vigente o sustitutiva
actuaciones realizadas en sede de la Corte Nacional de Justicia, dado que en la primera 
se exhortaba y en la actualmente vigente se prioriza, se evidencia que el núcleo de la 
regulación relativa a las notificaciones que corresponde al cargo planteado por los 
accionantes permanece. Por tanto, se advierte que respecto al contenido de este artículo 
sí existe unidad normativa. 
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25. En cambio, respecto al proceso de notificaciones físicas contenido en el artículo 4, se 
constata que este sí ha variado, pues en la Resolución 102-2020 las notificaciones físicas 
eran excepcionales por el contexto de la Pandemia de Covid-19. En cambio, en la 
resolución vigente en la actualidad ya no es obligatorio el uso de los mecanismos 
electrónicos como medio de notificación, sino que serán utilizados en los casos en los 
que las partes procesales los hayan fijado, en consonancia con lo previsto en el artículo 
66 del COGEP. En consecuencia, al no tratarse de una reproducción de lo establecido en 
la resolución originalmente impugnada, no existe unidad normativa en relación con el 
régimen de aplicación de las notificaciones físicas, que permita a este Organismo realizar 
un análisis de constitucionalidad extendido a la resolución sustitutiva.  

 
26. Por otro lado, al verificarse que la Resolución 102-2020 ya no forma parte del 

ordenamiento jurídico vigente ni que en ésta se encuentren elementos que permitan 
concluir que la referida Resolución tenga potencialidad de generar efectos ultractivos, 
pues en la actualidad el pleno del Consejo de la Judicatura ha dictado una resolución 
sustitutiva que en su esencia aborda la temática relacionada al uso de medios digitales 
para la notificación electrónica, no corresponde efectuar un control de constitucionalidad 
de esta disposición. 

 
27. Por las consideraciones expuestas, ante la existencia de unidad normativa únicamente 

respecto de lo previsto en el artículo 2 (notificaciones electrónicas), corresponde a esta 
Corte realizar el control de constitucionalidad de la resolución sustitutiva, a la luz de los 
argumentos de las partes.5 

 
6. Planteamiento de los problemas jurídicos  

 
28. El control abstracto de constitucionalidad vela por la supremacía constitucional a través 

de la plena armonía formal y material entre el bloque de constitucionalidad y el resto del 
ordenamiento jurídico.6 En esta línea, la acción pública de inconstitucionalidad tiene 
como principal objetivo garantizar, en abstracto,7 la unidad y coherencia del 
ordenamiento jurídico, al determinar identificar y eliminar  8 incompatibilidades 

                                                 
5 CCE, sentencia 46-16-IN/21, 14 de septiembre de 2022, párr. 14.  
6 CCE, sentencias 14-18-IN/24, 24 de enero de 2024, párr. 21; 40-18-IN/21, 22 de septiembre de 2021, párr. 
73; 65-16-IN/21, 3 de marzo de 2021, párr. 45; 8-20-IA/20, 5 de agosto de 2020, párr. 35; 20-12-IN/20, 01 de 
julio de 2020, párr. 149. 
7 CCE, sentencias 14-18-IN/24, 24 de enero de 2024, párr. 21; 45-17-IN/21, 11 de agosto de 2021, párr. 40; 26-
18-IN/20, 28 de octubre de 2020, párr. 96. 
8 CCE, sentencias 46-18-IN/23, 06 de septiembre de 2023, párr. 33; 8-17-IN/23, 11 de enero de 2023, párr. 39. 
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entre los preceptos de las normas infraconstitucionales9 y lo dispuesto en la 
Constitución.10 Por tanto, las competencias de la Corte Constitucional en el control 
abstracto de constitucionalidad no abarcan la potestad de conocer, analizar o resolver 
eventuales contravenciones, antinomias o infracciones relativas a normas de jerarquía 
legal o rango menor (reglamentos, ordenanzas, resoluciones, etc.).11 
 

29. A su vez, el literal b del numeral 5 del artículo 79 de la LOGJCC prescribe que las 
demandas de inconstitucionalidad deben contener 
específicos y pertinentes, por los cuales se considera que exista una incompatibilidad 

argumentativa que, en el marco del control abstracto de constitucionalidad, permita a esta 
Corte pronunciarse con base en un fundamento mínimo a partir del cual sea posible 
cuestionar suficientemente la presunción de constitucionalidad de la cual goza la 
normativa impugnada, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 76 de la LOGJCC.12

 
30. En cuanto a las alegaciones vertidas en los párrafos 10-13 ut supra relativas a la 

transgresión del principio de independencia judicial y legalidad, así como los derechos a 
la tutela judicial efectiva, debido proceso en la garantía de defensa, el derecho a decidir 
el lugar de notificación como parte de su libertad y derechos de los consumidores y 
usuarios, este Organismo Constitucional encuentra que todos los cargos referidos 
comparten un mismo núcleo argumentativo, es decir, están encaminados a alegar que el 
uso de medios electrónicos les impediría garantizar el debido proceso de los usuarios del 

Además, de que  el internet son inseguras, se bloquean, 

personas que tienen procesos en la Corte Nacional de Justicia. Por consiguiente, a fin de 
evitar una reiteración argumentativa y con el propósito de dar respuesta a estos cargos, 
esta Corte considera oportuno formular el siguiente problema jurídico: ¿El artículo 2 de 
la resolución sustitutiva, al incorporar los medios digitales como lugares de 

                                                 
9 Actos normativos emitidos por los diferentes órganos estatales con competencia de configuración normativa.
10 LOGJCC, art. 74. Ver, por ejemplo: CCE, sentencias 46-18-IN/23, 06 de septiembre de 2023, párr. 43; 8-17-
IN/23, 11 de enero de 2023, párr. 47; 27-12-IN/20 de 29 de enero de 2020, párr. 51. 
11 CCE, sentencias 50-19-IN/24, 08 de febrero de 2024, párr. 22; 54-19-IN/24, 11 de enero de 2024, párr. 13; 
30-18-IN/23, 02 de agosto de 2023, párr. 24; 25-20-IN/22, 29 de junio de 2022, párr. 30. 
12 CCE, sentencias 110-21-IN/22 y acumulados, 28 de octubre de 2022, párr. 120; 61-18-IN/23, 20 de diciembre 
de 2023, párr. 28; 61-21-IN/23, 15 de noviembre de 2023, párrs. 27-28; 46-18-IN/23, 06 de septiembre de 2023, 
párr. 43; 8-17-IN/23, 11 de enero de 2023, párrs. 46-47; 35-17-IN/22, 14 de diciembre de 2022, párr. 15; 13-
14-IN/21, 8 de diciembre de 2021, párr. 46; 69-16-IN /21, 20 de octubre de 2021, párr. 35. 
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notificación de las actuaciones judiciales, transgrede el artículo 76 numeral 7 de la 
Constitución que consagra el derecho a la defensa? 

 
7. Resolución de los problemas jurídicos 

 
7.1. ¿El artículo 2 de la resolución sustitutiva, al incorporar los medios digitales 

como lugares de notificación de las actuaciones judiciales, transgrede el artículo 
76 numeral 7 de la Constitución que consagra el derecho a la defensa? 

 
31. El artículo 76 numeral 7 de la Constitución, prevé el derecho a la defensa y garantiza que 

momento oportuno y en igualdad de 
condiciones, presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 
crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir 

specto, esta Corte ha precisado que esta garantía 
busca que las partes procesales puedan exponer sus posiciones, presentar sus argumentos 
o las pruebas que respalden sus pretensiones y ser oídas por los tribunales, en igualdad 
de condiciones.13 

 
32. Los accionantes refieren que el artículo 2 de la resolución sustitutiva es incompatible con 

el derecho a la defensa, por cuanto el Consejo de la Judicatura, al incorporar el uso de 
medios digitales de la notificación electrónica de las actuaciones judiciales interfiere y 
afecta el derecho a la defensa de los usuarios del sistema de justicia, dado que dichos 
mecanismos no son seguros, no ofrecen garantías y corren el riesgo de ser afectadas o 

cinadores no puedan 
garantizar el debido proceso y una adecuada defensa a sus defendidos. 

 
33. Al respecto, el Consejo de la Judicatura estableció que el uso de medios digitales no 

transgrede ni la normativa o procedimientos aplicados en el desarrollo de las causas 
jurisdiccionales, pues la implementación de herramientas digitales que cumplen el mismo 
rol que las actuaciones físicas, no cambian el desarrollo de un proceso judicial. Además, 
que el casillero judicial electrónico posee las mismas funciones que un casillero judicial 
físico; es decir, permiten recibir las notificaciones del sistema judicial ecuatoriano. De 

totalmente digital y no implica el uso de papel, sumado a las consiguientes ventajas de 
  

                                                 
13 CCE, sentencia 2-14-IN/21 y acumulado, 24 de noviembre de 2021, párr. 69.  
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34. Una vez examinado el artículo impugnado, esta Corte evidencia que el mismo tiene como 
propósito que la Defensoría Pública, Fiscalía General del Estado y las demás instituciones 
públicas y privadas, estudios jurídicos colectivos, abogados en libre ejercicio, 
consultorios jurídicos gratuitos y otros usuarios de la Función Judicial utilicen, de forma 
prioritaria, medios digitales que no sólo incluyen el casillero electrónico sino también 
correos electrónicos, para la notificación de actuaciones judiciales dentro de un proceso. 
Por lo que, en primer lugar, se evidencia que el artículo impugnado no constituye un 
reemplazo de la notificación física, no es el único medio de notificación ni es obligatorio. 
Por el contrario, el artículo 4 de la resolución sustitutiva especifica que, sólo se utilizará 
la notificación electrónica, en los casos en los que las partes procesales la hayan fijado 
para el efecto, en consonancia con lo previsto en el artículo 66 del COGEP. Por lo que, 
no se encuentra que su incorporación pueda afectar el derecho a la defensa y limitarlo 
como lo afirman los accionantes. 

 
35. En segundo lugar, analizada la norma impugnada, se constata que lejos de implicar una 

limitación para la garantía de defensa, esta busca, precisamente, garantizar el acceso 
efectivo a la justicia y permitir que las partes procesales y sus abogados puedan recurrir 
a un medio alternativo a la notificación física y, con ello, acceder a las notificaciones 
judiciales sin necesidad de acudir al casillero judicial o depender de este. De modo que 
en abstracto, no se evidencia que la disposición impugnada conlleve limitaciones al 
debido proceso que impidan, a las partes procesales usuarias del sistema de justicia, 
conocer de las actuaciones procesales, sino que busca garantizar que estas puedan 
comparecer a todas las etapas del proceso, conocer de cada una de las actuaciones 
procesales y, producto de ello, puedan exponer sus posiciones, presentar sus argumentos 
o las pruebas que respalden sus pretensiones y ser oídas por los tribunales, en igualdad 
de condiciones, en el marco de lo que dispone el derecho al debido proceso.14 

 
36. Por lo expuesto, se descarta la inconstitucionalidad alegada por los accionantes.  

                                                 
14 La regulación de notificaciones electrónicas se encuentra también reconocida a nivel legal en el COGEP, el 

Ley de Comercio 
Electrónico lo de las actuaciones 
jurisdiccionales.  
Así el artículo 66 del COGEP determina como medio idóneo para la notificación de las actuaciones judiciales 

artículo 

procedimiento judicial, designará el lugar en que ha de ser notificado, que no puede ser otro que el casillero 
judicial y/o el domicilio judicial electrónico en un correo electrónico, de un abogado legalmente inscrito, en 
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8. Decisión 
 

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:

 
1. Desestimar la acción pública de inconstitucionalidad 21-21-IN. 

 
2. Notifíquese, publíquese y archívese. 

 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 
Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 11 de abril de 2024.- Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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Quito, D.M., 04 de abril de 2024 
 

CASO 151-21-JD 
  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 
 

SENTENCIA 151-21-JD/24 
 
Resumen: La Corte Constitucional revisa una acción de hábeas data que fue presentada para 
rectificar el tiempo de trabajo de una persona que estaba registrado en la base de datos de la 
Corporación Nacional de Telecomunicaciones (CNT), su empleadora. El accionante alegó que el 
tiempo de trabajo debía ser rectificado porque su relación laboral con CNT inició en 1985 y no 
en 1997 como constaba en los archivos de la entidad pública. CNT sostuvo que no existió una 
relación laboral con el accionante previo a 1997.  
 
La Corte determina que, cuando existe controversia sobre el inicio de la relación laboral, el hábeas 
data es improcedente para rectificar el tiempo de trabajo registrado en la base de datos de la 
entidad empleadora. Esto debido a que el hábeas data es una garantía jurisdiccional que no puede 
ser utilizada para declarar derechos subjetivos que han sido controvertidos, como aquellos que se 
derivan de la existencia de una relación laboral. En cambio, cuando no existe controversia acerca 
de la relación laboral, el hábeas data procede para rectificar el tiempo de trabajo registrado en la 
base de datos de la entidad empleadora, pues esta garantía jurisdiccional permite corregir datos 
personales registrados de forma errónea.  
 

1. Antecedentes relevantes 
 

1.1. La solicitud de jubilación por vejez 
 
1. El 23 de enero de 2014, Pedro Abdón Paredes Saltos presentó una solicitud de 

jubilación por vejez.1 Como fundamento de su petición, afirmó que trabajó como 
técnico por más de veinticinco años desde 1985 hasta 2011  en la Corporación 

CNT  
 

                                                 
1 La solicitud se amparó en el decreto legislativo publicado en el Registro Oficial 92 de 21 de diciembre de 
1960 y su reglamento. - Los trabajadores de Telecomunicaciones del país tendrán derecho a 
jubilación vejez si tuvieren acreditadas por lo menos 300 imposiciones mensuales, cualquiera que sea su 
edad. La pensión mensual jubilar mínima [sic] será del 75% del promedio de los sueldos de los cinco 
mejores años de imposición. Los trabajadores de Telecomunicaciones comprobarán haber cesado en el 

 De acuerdo 
con el artículo 1 del reglamento, [l]os trabajadores públicos y privados de Telecomunicaciones que presten 
sus servicios como: ... Técnicos... tendrán derecho a jubilación por vejez, cualquiera que sea su edad, si 
comprobaren, cesantía en el Seguro Social, acreditaren por lo menos 25 años de servicio en cualquiera de 
las actividades arriba mencionadas y por consiguiente, hubieran aportado por lo menos 300 imposiciones 
mensuales a las Cajas . 
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2. El 30 de agosto de 2018, tras varias resoluciones en sede administrativa, la Comisión 
Provincial de Prestaciones y Controversias de la Dirección Provincial del IESS de 
Manabí negó la solicitud de jubilación.2 El fundamento de esta negativa fue que, 
conforme el certificado laboral emitido por CNT, Pedro Abdón Paredes Saltos prestó 
sus servicios en dicha entidad pública desde el 17 de noviembre de 1997 hasta el 31 
de agosto de 2011 y que, por tanto, no cumplió el tiempo mínimo para acceder a la 
jubilación. 
 
1.2. El proceso contencioso administrativo 

 
3. El 10 de ag

una glosa en contra de CNT por concepto de planilla de ajuste de aportes del afiliado 
Pedro Abdón Paredes Saltos en el período de enero de 1985 a octubre de 1997. Esta 
glosa fue confirmada en última instancia administrativa.  
 

4. El 25 de octubre de 2017, CNT presentó una demanda contencioso-administrativa 
impugnando la glosa. El fundamento de la demanda fue que la glosa reconoció nuevos 
valores de ajustes de aportes sin que se haya probado la existencia de una relación 
laboral desde 1985 hasta 1997.  
 

5. Esta causa fue signada con el número 13802-2017-00316 y recayó en la competencia 
del Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario con sede en el cantón 

Tribunal Contencioso Administrativo
presentó en 2017, hasta la fecha no existe constancia de la citación al IESS ni a Pedro 
Abdón Paredes Saltos, conforme se desprende del SATJE. 

 
1.3. La solicitud de rectificación del expediente laboral  
 

6. El 5 de noviembre de 2020, Pedro Abdón Paredes Saltos solicitó a CNT que se le 
extienda un certificado laboral a fin de demostrar su tiempo de trabajo en la empresa 
y acceder a la jubilación. En respuesta a este requerimiento, el 6 de noviembre de 
2020, CNT expidió un certificado según el cual, conforme los Sistemas de 
Administración de Talento Humano de la empresa, Pedro Abdón Paredes Saltos 

 
 

7. El 20 de noviembre de 2020, Pedro Abdón Paredes Saltos solicitó a CNT que 
rectifique su expediente laboral y se emita un nuevo certificado. En su criterio, el 
certificado laboral emitido por CNT desconoció que la relación laboral inició el 2 de 

                                                 
2 Acuerdo 0639-2018-C.P.P.C. MANABI-WBGS, constante a fs. 344-349 del expediente judicial. 
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agosto de 1985, como consta en los certificados de historia laboral y aportes 
expedidos por el IESS.  

 
8. El 9 de diciembre de 2020, CNT negó la solicitud.3 La empresa pública estableció que 

Pedro Abdón Paredes Saltos comenzó a trabajar el 17 de noviembre de 1997 y que, 
previo a esa fecha, no tuvo una relación laboral con CNT ni con sus empresas 
antecesoras. Sobre las aportaciones a la seguridad social, CNT señaló que el IESS le 

demuestra la existencia de una relación laboral.  
 

1.4. La acción de hábeas data  
 

9. Ante la negativa de su solicitud de rectificación, el 22 de enero de 2021 Pedro Abdón 
accionante

esta acción fue que se disponga la rectificación de los datos que reposan en CNT y 
que se reconozca su 

así como que se ordene el pago de una reparación económica por daños y 
perjuicios y disculpas públicas por parte de CNT.4  
 

10. CNT reiteró que la relación laboral con el accionante inició en 1997. Como prueba de 
esta afirmación, presentó el acta de finiquito en la que se reconoce que el contrato de 
trabajo con el accionante se celebró el 17 de noviembre de 1997 y la declaración 
patrimonial jurada del accionante que establece que ejerció el cargo de técnico de 
operaciones en CNT desde 1997.   
 

11. En sentencia de 25 de febrero de 2021, el juez de la Unidad Judicial Civil de 

accionante debían ser resueltas en el proceso contencioso administrativo 13802-2017-
00316. El accionante interpuso recurso de apelación.  

 
12. El 13 de abril de 2021, en voto de mayoría, la Sala Especializada de lo Penal, Penal 

Sala 
Provincial storia 
laboral del accionante en los archivos de CNT. La Sala Provincial consideró que 
existió una relación laboral desde 1985 que fue reconocida por el IESS y que, por 
tanto, el registro de los años de servicio en la base de datos de CNT fue erróneo. 
Además, la Sala Provincial estableció que una eventual resolución del Tribunal 

                                                 
3 Esta negativa se fundamentó en el informe elaborado por una analista de talento humano de CNT EP, 
constante a fs. 34-35 del expediente judicial.  
4 El proceso fue signado con el número 13334-2021-00081. 
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Contencioso Administrativo no podría contravenir el derecho a la jubilación especial 
adquirido por la condición de trabajador del accionante.5 

 
1.5. Procedimiento ante la Corte Constitucional 

 
13. CNT presentó acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia dictada 

por la Sala Provincial.6 El 29 de octubre de 2021, el Tribunal de la Sala de Admisión 
de la Corte Constitucional inadmitió la acción por incumplir requisitos e incurrir en 
causales de inadmisión, pero dispuso que se remita el proceso a la Sala de Selección. 
La causa fue signada con el número 151-21-JD.  
 

14. El 13 de mayo de 2022, la Sala de Selección de la Corte Constitucional seleccionó el 
caso para el desarrollo de jurisprudencia vinculante.7 El 15 de junio de 2022, se realizó 
el sorteo para la sustanciación del caso, que correspondió a la jueza constitucional 
Daniela Salazar Marín. La jueza sustanciadora avocó conocimiento el 26 de febrero 
de 2024.  

 
15. En sesión de 20 de marzo de 2024, la Sala de Revisión, en virtud del sorteo automático 

realizado en sesión ordinaria del Pleno de la Corte Constitucional de 28 de febrero de 
2024, aprobó el proyecto de sentencia presentado por la jueza sustanciadora, con base 
en la competencia prevista en el artículo 199 de la LOGJCC.  

 
2. Competencia 

 
16. En virtud de lo dispuesto en el artículo 436 numeral 6 de la Constitución de la 

República, en concordancia con el artículo 25 de la LOGJCC, el Pleno de la Corte 
Constitucional es competente para expedir sentencias que constituyen jurisprudencia 
vinculante o precedente de carácter erga omnes, en los procesos constitucionales 
seleccionados para su revisión. 

  

                                                 
5 De esta decisión CNT interpuso recurso de aclaración y ampliación, el cual fue negado en auto de 27 de 
abril de 2021.  
6 Esta acción fue signada con el número 2236-21-EP.  
7 El caso fue seleccionado por cumplir los parámetros de gravedad y novedad. En el auto de selección se 

-21-JD podría ser una oportunidad para que la Corte 
Constitucional determine: 1) El alcance y procedencia del hábeas data cuando existe una aparente 
inexistencia de los datos personales que han sido objeto de una solicitud de rectificación, 2) Las medidas 
de reparación o correctivos idóneos para solventar la inexistencia de datos personales, y 3) Los parámetros 
a seguir en caso de que exista paralelamente un proceso judicial ordinario relacionado con la información 
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3. Objeto de la revisión y planteamiento del problema jurídico  
 
17. La Corte analizará los hechos que dieron origen al proceso a fin de determinar si 

procede la acción de hábeas data para rectificar el tiempo de trabajo registrado en el 
expediente laboral de una persona cuando existe controversia sobre la fecha de inicio 
de la relación laboral. La Corte resolverá el siguiente problema jurídico:   

 
17.1¿Procede la acción de hábeas data para rectificar el tiempo de trabajo registrado 

en la base de datos de la entidad empleadora si existe controversia sobre la fecha 
de inicio de la relación laboral?  

 
4. Resolución del problema jurídico 

 
4.1. ¿Procede la acción de hábeas data para rectificar el tiempo de trabajo 

registrado en la base de datos de la entidad empleadora si existe controversia 
sobre la fecha de inicio de la relación laboral?   

 
18. El hábeas data tutela el derecho a la protección de datos personales, a la 

autodeterminación informativa, a la intimidad, a la honra y otros derechos conexos. 
Esta garantía jurisdiccional se fundamenta en el derecho que tienen las personas para 
acceder a sus datos personales, actualizar, rectificar o anular datos que fueren erróneos 
o evitar un uso no consentido de su información personal que afecte sus derechos 
constitucionales.8 
 

19. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, 
son datos personales aquellos que identifican o hacen identificable a una persona 
natural, directa o indirectamente. Es claro que los empleadores tratan con los datos 
personales de sus trabajadores,9 pues llevan un registro en el que consta información 
que les identifica. Esta información incluye, por ejemplo, sus nombres, edad, 
funciones en el trabajo y tiempo de trabajo (fecha de ingreso y fecha de salida).10 Este 
registro normalmente se reflejará en el expediente laboral de cada trabajador o 
trabajadora. Al contener datos personales de las y los trabajadores, estos pueden 
solicitar el acceso a su expediente laboral a través de un hábeas data, así como la 

                                                 
8 CCE, sentencia 410-22-EP/23, 01 de marzo de 2023, párr. 39.  
9 
operación o conjunto de o  
10 El registro de estos datos de las y los trabajadores es una obligación de los empleadores prevista en el 
artículo 42 numeral 7 del Código del Trabajo. En el sector público, la obligación de registro de 
nombramientos y contratos está prevista en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Servicio Público. Además, 
cabe recordar que la Corte ha establecido que en general  

a como un dato personal, pues esta información identifica 
a la persona como trabajadora. Véase: CCE, sentencia 1868-13-EP/20, 8 de julio de 2020, párr. 23.   
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rectificación, eliminación, actualización o protección de la información constante en 
dicho expediente cuando corresponda.11  

 
20. En el caso bajo revisión, el accionante presentó un hábeas data correctivo a fin de 

rectificar el tiempo de trabajo que constaba en los registros de su empleadora, CNT, 
porque consideraba que dicha información era errónea. En principio, esta pretensión 
se enmarca en la naturaleza del hábeas data correctivo, que tiene por objeto la 
rectificación de información falsa, inexacta o imprecisa de un banco de datos.12 Al 
proceder frente a información falsa, el hábeas data correctivo puede corregir los datos 
personales que estén registrados en un expediente laboral de manera errónea, esto es, 

13  
 

21. Sin embargo, en este caso existía controversia sobre la fecha de inicio de la relación 
laboral entre el accionante y CNT, lo cual influyó directamente en el registro que la 
entidad empleadora llevaba del tiempo de trabajo del accionante. Con base en los 
certificados emitidos por el IESS, el accionante sostenía que la relación laboral inició 
en 1985. En cambio, CNT presentó otras pruebas declaración juramentada y acta 
de finiquito  según las cuales la relación laboral inició en 1997, como constaba en 
el expediente del accionante. Además, CNT impugnó la glosa del IESS bajo el 
argumento de que no existió una relación laboral previo a 1997.  

 
22. La existencia de una controversia sobre el inicio de la relación laboral conlleva la 

improcedencia de la acción de hábeas data, que debe ser declarada por las y los jueces 
constitucionales en sentencia. Esta garantía jurisdiccional, como se señaló, busca 
reparar violaciones de derechos constitucionales y no puede ser utilizada para declarar 
derechos subjetivos cuya existencia es controvertida por las partes. Los procesos de 
conocimiento y la consecuente declaración de un derecho subjetivo en controversia 
corresponden a la justicia ordinaria,14 mientras que el hábeas data correctivo, en el 
supuesto analizado, procede cuando no exista duda sobre el inicio de la relación 
laboral.  

 
23. En consecuencia, al existir controversia sobre el inicio de la relación laboral entre el 

accionante y CNT, era competencia de la justicia ordinaria y no de la justicia 

                                                 
11 Esta Corte ya ha reconocido el derecho que tienen las personas trabajadoras y, en específico, los 
servidores públicos  de acceder a su expediente personal que reposa en unidades o dependencias de talento 
humano a través de un hábeas data. CCE, sentencia 89-19-JD/21, 07 de julio de 2021, párr. 27.  
12 CCE, sentencia 3279-17-EP/21, 30 de junio de 2021, párr. 43. De manera similar, el artículo 14 de la Ley 
Orgánica de Protección de Datos Personales prescribe que la rectificación de datos personales procede ante 
datos inexactos.  
13 CCE, sentencia 2919-19-EP/21, 10 de febrero de 2021, párr. 66.  
14 En la sentencia 410-22-EP/23, esta Corte estableció, por ejemplo, que la acción de hábeas data no puede 
ser utilizada para declarar la existencia de una unión de hecho porque aquello es competencia de la justicia 
ordinaria. 
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constitucional determinar si la relación laboral inició en 1985 o 1997 con base en un 
análisis de las pruebas presentadas por ambas partes. Aquello no ocurrió en el caso 
bajo revisión, pues los jueces de apelación, a partir de las pruebas presentadas por el 
accionante, concluyeron que la relación laboral inició en 1985 y que el hábeas data 
era procedente. 

 
24. El caso sería distinto si existiera una decisión previa de la justicia ordinaria que 

reconociera la existencia de una relación laboral desde 1985. En ese supuesto, 
procedería la acción de hábeas data para rectificar el tiempo de trabajo registrado por 
CNT de forma errónea, como lo ha reconocido la Corte en casos anteriores. 15 Esto 
debido a que, en ese escenario, las y los jueces constitucionales tendrían elementos 
suficientes por ejemplo, una sentencia de la justicia ordinaria  para concluir que 
el registro del dato personal era equivocado o impreciso y que correspondería su 
rectificación. Sin embargo, en este caso, al no existir una decisión de la justicia 
ordinaria que determine la fecha de inicio de la relación laboral y al presentarse un 
conflicto sobre el tiempo de trabajo del accionante, el hábeas data correctivo era 
improcedente.16 

 
5. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 
1. Declarar que la presente sentencia no tiene efectos para el caso concreto. El 

precedente contenido en esta sentencia sobre la improcedencia del hábeas data 
cuando existe controversia sobre el inicio de una relación laboral tiene efectos 
vinculantes y debe ser observado por los jueces y juezas constitucionales en la 
resolución de las causas sometidas a su conocimiento.  

 
2. Disponer que el Consejo de la Judicatura publique la presente sentencia en la 

parte principal de su sitio web institucional y la difunda a través de correo 
electrónico u otros medios adecuados y disponibles a todos los jueces y juezas 
con competencia para conocer garantías jurisdiccionales en el término máximo 
de 20 días desde la notificación de esta sentencia.  

 

                                                 
15 Por ejemplo, en la sentencia 2919-19-EP/21 (párrs. 72-73), la Corte Constitucional determinó que 
procedía la eliminación de la información crediticia de los accionantes porque existió una decisión de la 
justicia ordinaria que demostró que los datos registrados eran erróneos.   
16 Al aceptar la acción de hábeas data bajo el argumento de que existió una relación laboral desde 1985, 
incluso se dejó sin efecto útil una eventual decisión del Tribunal Contencioso Administrativo en el proceso 
13802-2017-00316 porque el argumento principal de CNT en esa causa fue que la relación laboral inició 
en 1997 y no en 1985.  
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3. El Consejo de la Judicatura deberá informar a la Corte sobre el cumplimiento de 
esta medida en el término de 20 días contados desde el vencimiento del término 
para la difusión de la sentencia.  

 
4. Notifíquese y cúmplase. 
 

 
 

 
Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 
Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con cinco votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez y 
Daniela Salazar Marín; y tres votos salvados de los Jueces Constitucionales Carmen 
Corral Ponce, Enrique Herrería Bonnet y Richard Ortiz Ortiz, en sesión jurisdiccional 
ordinaria de jueves 04 de abril de 2024; sin contar con la presencia del Juez Constitucional 
Jhoel Escudero Soliz, por uso de una licencia  por comisión de servicios.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL
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SENTENCIA 151-21-JD/24 
 

VOTO SALVADO 
 

Juez Constitucional Enrique Herrería Bonnet 
 
1. El 4 de abril de 2024, el Pleno de la Corte Constitucional revisó una acción de hábeas 

data presentada para rectificar el tiempo de trabajo de una persona registrado en la 
CNT

declaró que la sentencia 151-21-JD/24 no tiene efectos para el caso concreto, 
limitándose a establecer estándares para casos análogos futuros. Disiento con que la 
sentencia no tenga efectos para el caso concreto. A mi criterio, se evidencia una clara 
desnaturalización que obligaba a esta Magistratura a revisar el caso concreto y, con 
base en los mismos estándares fijados, dejar sin efecto la sentencia de segunda 
instancia emitida por la Sala Provincial. A continuación, expondré mi razonamiento. 

 
4.1. 1. Objeto de la revisión 

 
2. Las sentencias de revisión que emite esta Magistratura deben tener efectos para el 

caso concreto cuando se constate que: (1) en el proceso de origen existe una 
vulneración de derechos que no ha sido reparada; o, (2) existe prima facie una 
desnaturalización de las garantías jurisdiccionales que requiere ser corregida.1 
 

3. A mi criterio, se verifica el supuesto (2), desnaturalización de la garantía. De la 
revisión del hábeas data subyacente, se desprende que las pretensiones de la parte 
actora fueron las siguientes: (i) declarar la vulneración de los derechos 
constitucionales consagrados en los artículos 11 numerales 2 y 3, 66 numeral 19 y 82 
de la CRE, respecto a la protección de datos personales y su rectificación; (ii) como 
medidas de reparación integral, disponer la rectificación de los datos que reposan en 

se reconozca mi periodo laboral del 2 de enero de 1985 hasta el 31 

añadido); (iii) disponer la reparación económica por los daños y perjuicios 
recibidos, cuyo monto será determinado de conformidad con el artículo 19 de la 

por todos los años que no he podido gozar del beneficio de mi 
jubilación por los datos inexactos que reposan en la [CNT]
(iv) que se emitan disculpas públicas.2 

 
4. En segunda instancia, la Sala Provincial aceptó la acción de hábeas data, declaró 

vulnerados los derechos fundamentales a la seguridad jurídica y a la libertad 
                                                 
1 CCE, sentencia 2231-22-JP/23, 7 de junio de 2023, párr. 27. 
2 Fs. 53 v. y 54, expediente Unidad Judicial Civil de Portoviejo.  
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contemplados en los artículos 82 y 66 numeral 19 de la CRE y dispuso que CNT 
oral del 

legitimado activo, en el que se reconocerá el periodo de trabajo en dicha empresa 
 

 
a más que atañe a 

un acto administrativo impugnado  no podrá ir en detrimento del derecho a la 
jubilación especial adquirido por su condición de trabajador de la empresa pública 
hoy legitimada pasiva, desde el año 1985 hasta 2011, ya que ese no es el alcance de 
la justicia ordinaria. De manera que esta Sala Constitucional de Alzada, considera que 

como se dijo anteriormente  los datos que constan en el historial laboral del 
accionante del archivo de la Corporación Nacional de Telecomunicaciones, son 
erróneos, causándole perjuicio ante la imposibilidad de acceder al trámite especial de 
jubilación pese a que cumple con el requisito legal en lo que al número de 
aportaciones se refiere (énfasis añadido).  
 

5. De las pretensiones del hábeas data y de lo resuelto en la sentencia revisada, considero 
que es evidente que se desnaturalizó la acción, pues se utilizó la misma para declarar 
derechos subjetivos o crear situaciones jurídicas. Así, si bien la sentencia emitida por 
la Sala Provincial dispuso a CNT rectificar datos personales, también señaló que la 

del 
derecho a la jubilación especial adquirido  

imposibilidad de acceder al trámite especial de jubilación pese a que cumple con el 
requisito legal en lo que al número de aportaciones se refiere   
 

6. En otras palabras, la Sala Provincial no se limitó a rectificar información personal 
falsa, inexacta o imprecisa en el marco de un hábeas data correctivo. Al contrario, 
pese a conocer que el inicio de la relación laboral estaba controvertido e, incluso, que 
se estaba tramitando un proceso ante la justicia ordinaria para dilucidar aquello, 
declaró que el actor del proceso de origen cumplía los requisitos legales para acceder 
a la jubilación especial, a través de supuestamente rectificar el dato correspondiente 
al inicio de la relación laboral. 

 
7. Sobre esta problemática, en la sentencia 410-22-EP/23, la Corte Constitucional 

determinó que el hábeas data no puede ser utilizado para declarar una situación 
jurídica que corresponde ser determinada por la justicia ordinaria, ya que ello implica 
desnaturalizar la garantía.3 

 

                                                 
3 CCE, sentencia 410-22-EP/23, 1 de febrero de 2023, párrs. 46 y 47. 
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8. El hábeas data, además, tiene carácter personalísimo, pues su objeto atañe a la 
información propia del titular.4 
rectificar o anular determinada información personal es necesario que ésta sea 
preexistente, es decir que, mediante el hábeas data no se puede crear información 
o situaciones jurídicas 5  

 
9. Por ende, y toda vez que tanto la parte actora del proceso de origen como la Sala 

Provincial utilizaron esta garantía para declarar un derecho subjetivo o situación 
jurídica que correspondía ser dilucidada en la justicia ordinaria, i.e. el derecho a la 
jubilación especial, concluyo que la sentencia debió tener efectos para el caso 
concreto, al evidenciarse una clara desnaturalización del hábeas data. Una vez 
revisado, aplicando los mismos estándares que fija la sentencia 151-21-JD/24, se 
debió dejar sin efecto la decisión de segunda instancia, así como las medidas de 
reparación ordenadas. 

 
 
 
 
 

Enrique Herrería Bonnet 
JUEZ CONSTITUCIONAL  

 
Razón: Siento por tal que el voto salvado del Juez Constitucional Enrique Herrería 
Bonnet, anunciado en la sentencia de la causa 151-21-JD fue presentado en Secretaría 
General el 16 de abril de 2024, mediante correo electrónico a las 12:13; y, ha sido 
procesado conjuntamente con la sentencia.- Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL

                                                 
4 CCE, sentencia 410-22-EP/23, 1 de febrero de 2023, voto salvado del juez constitucional Enrique Herrería 
Bonnet, párr. 5. En el referido voto salvado, coincidí con que se desnaturalizó la acción de hábeas data, 
pero no por la valoración probatoria realizada, sino porque la pretensión de que se reconozca una unión de 
hecho es incompatible en sí misma con el objeto de esta garantía jurisdiccional. 
5 Ibid. 
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SENTENCIA 151-21-JD/24 
 

VOTO SALVADO 
 

Jueces Constitucionales Carmen Corral Ponce y Richard Ortiz Ortiz 
 

1. Respetuosamente nos apartamos de la sentencia de mayoría 151-21-JD/24 por las 
consideraciones que se exponen a continuación: 
 

2. La decisión de mayoría declaró que la sentencia emitida no tiene efectos para el caso 
concreto, porque no se constata una afectación a derechos y tampoco se observa una 
desnaturalización de la acción. Además, estableció como precedente que el hábeas data 
es claramente improcedente cuando existe una controversia sobre el inicio de una 
relación laboral que debe ser resuelta por la justicia ordinaria. Este precedente tiene 
efectos vinculantes y debe ser observado por los jueces y juezas constitucionales en la 
resolución de las causas sometidas a su conocimiento sobre hábeas data. Sin embargo, 
el caso de la sentencia en revisión se ajustaba completamente al precedente 
establecido, por lo que, era necesario analizar el caso concreto y constatar que se 
configuró una desnaturalización del hábeas data.  

 
3. Para fundamentar nuestro desacuerdo con la decisión de mayoría, se debe considerar 

tres cuestiones: (i) existencia de una controversia sobre la relación laboral; (ii) 
resolución pendiente de la justicia ordinaria sobre este aspecto, y (iii) manifiesta 
improcedencia de la acción de hábeas data y su desnaturalización. 

 
(i) Controversia sobre el momento del inicio de la relación laboral 

 
4. Como se verifica en los mismos antecedentes de la sentencia de mayoría, según CNT, 

el señor Pedro Abdón Paredes Saltos comenzó a trabajar el 17 de noviembre de 1997. 
CNT indicó que previo a esa fecha, Pedro Paredes no tuvo una relación laboral con 
CNT ni con sus empresas antecesoras, como consta en el acta de finiquito que se 
presenta como elemento probatorio dentro del proceso. Por su parte, Pedro Abdón 
Paredes Saltos manifestó que la relación laboral con CNT inició el 2 de agosto de 
1985 y finalizó el 31 de agosto de 2011. El accionante, al considerar que había 
cumplido 25 años de trabajo, presentó una solicitud de jubilación por vejez al amparo 
del decreto legislativo publicado en el Registro Oficial 92 de 21 de diciembre de 1960. 
El 30 de agosto de 2018 la solicitud fue rechazada porque no cumplía con el número 
de imposiciones para jubilarse. 
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5. El 10 de agosto de 2016, el IESS emitió una glosa por concepto de planilla de ajuste 
de aportes del afiliado por el período de enero de 1985 a octubre de 1997, CNT 
impugnó ante el Tribunal Contencioso Administrativo. A pesar de aquello, de 
acuerdo a CNT, el IESS únicamente reconoció nuevos valores de ajustes de aportes, 
pero no se ha probado el inicio de la relación laboral. 
 

6. Por lo tanto, al presentar la acción de habeas data, el inicio de la relación laboral fue 
un hecho controvertido, uno de los elementos del precedente de mayoría para que se 
configure la improcedencia de la acción.   

 
(ii) Decisión pendiente de la justicia ordinaria 

 
7. El 25 de octubre de 2017, CNT presentó una demanda contencioso administrativa 

contra el IESS y el accionante. El fundamento de la demanda de CNT fue que la glosa 
reconoció nuevos valores de ajustes de aportes sin que se haya probado la existencia 
de una relación laboral desde 1985 hasta 1997. Este proceso, signado con el número 
13802-2017-00316, se encuentra todavía pendiente de resolución. 
 

8. La existencia de la acción contencioso administrativa fue reconocida incluso por la 
Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte 
Provincial de Justicia de Manabí. Así, manifestó:  

 
Dentro de sus argumentaciones la legitimada pasiva indica que ha iniciado un juicio en la 
vía contencioso administrativa en contra del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y 
de Pedro Abdón Paredes Saltos, cuya pretensión es que se deje sin efecto la glosa por 
concepto de planilla ajuste de aportes, Periodo 01/1985 periodo 10/1997 meses 154 valor 
885,50, por lo que no cabe rectificación alguna, al existir una reclamación a la que tiene 
derecho la institución CNT EP por el pago indebido de la glosa número 57357087 emitida 
por el IESS por la vía judicial ordinaria1 

 
9. Por lo dicho, también se concluye que existía una resolución pendiente de la justicia 

ordinaria (proceso 13802-2017-00316), el cual, se constituye como un elemento más 
que, la sentencia de mayoría señala como improcedente de la acción de hábeas data. 

 
(iii) Desnaturalización del habeas data 

 
10. La Corte ha establecido que los datos personales son los datos sensibles sobre la vida 

privada y familiar de una persona, e incluyen la información sobre sus relaciones 
laborales.2 Es decir, por medio de la acción de hábeas data sí era posible solicitar el 

                                                 
1 Sistema Automático de trámites judiciales y electrónicos, Nro. de proceso 13334202100081, Sentencia 
del 13 d abril de 2021. 
2 CCE, sentencia 1868-13-EP/20, 8 de julio de 2020, párr. 23 
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acceso y rectificación del tiempo de la relación laboral entre el accionante y CNT. Pero 
para realizar la rectificación, es necesario primero que exista una certeza sobre la 
información.  
 

11. De acuerdo a CNT, la relación laboral inició en 1997 y presentó como pruebas el acta 
de finiquito en la que se reconoce que el contrato de trabajo con el accionante se 
celebró el 17 de noviembre de 1997, y la declaración patrimonial jurada del propio 
accionante que establece que ejerció el cargo de técnico de operaciones en CNT desde 
1997. Por su parte, el accionante sostiene que la relación laboral inició en 1985 y 
presentó como prueba el historial de aportaciones en el que se evidencia el pago de 
CNT de la glosa por planilla de ajustes de aportes, que recién fue determinada por el 
IESS en fecha 10 de agosto de 2016, pero esta glosa fue impugnada por CNT en la 
justicia ordinaria, conforme se ha determinado en párrafos anteriores. 

 
12. La existencia de la relación laboral, de acuerdo al artículo 8 del Código de Trabajo 

(CT) se desprende del contrato de trabajo,3 y en caso de que exista un conflicto al 
respecto, es el juez laboral quien tiene la competencia para determinar la existencia y 
el inicio de la relación laboral, según el artículo 565 del CT.  

 
13. En el caso en revisión, se constata que la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, 

Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Manabí conocía que el 
inicio de la relación laboral era controvertido y que existía una resolución pendiente 
de la justicia ordinaria. De esta manera, la Sala, en su decisión, no consideró relevante 
el proceso contencioso administrativo porque no fue Pedro Paredes quien inició dicho 

dentro del ámbito 
estrictamente administrativo con relación al acto administrativo del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social mas no [sobre] la existencia de una relación laboral 

al IESS.4  
 

14. En consecuencia, en el caso en revisión se cumplen todos los elementos del 
presupuesto de la sentencia en mayoría: (i) inicio de relación laboral controvertida y, 
(ii) decisión pendiente de la justicia ordinaria. Por lo tanto, la acción de habeas data 
era claramente improcedente.  

 

                                                 
3 La existencia de la relación laboral se determina a partir de la configuración de los elementos establecidos 
para el contrato individual de trabajo. Es decir: cuando: a) existe una prestación de servicios lícitos y 
personales, b) existe dependencia y c) se fija el pago de la remuneración. 
4 Sistema Automático de trámites judiciales y electrónicos, Nro. de proceso 13334202100081, Sentencia 
del 13 d abril de 2021. 
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15. En virtud de lo expuesto, consideramos que la Sala Especializada de lo Penal, Penal 
Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Manabí alteró la 
esencia de la acción de hábeas data. Esta alteración se produjo porque la acción de 
hábeas data, como garantía constitucional, tiene como fin proteger la 
autodeterminación informativa de las personas respecto de sus datos personales 
ciertos.  

 
16. El objeto de esta garantía no busca reconocer derechos, ni dirimir conflictos de índole 

laboral, como lo es, el tiempo de trabajo. Además, como lo menciona la decisión de 
mayoría, 

de hábeas data no sólo se desnaturaliza cuando la pretensión del accionante se aleja de 
la finalidad de la garantía propuesta, sino también, cuando los jueces disponen y 
reconocen por medio de esta, derechos subjetivos.  

 
17. En conclusión, debido a que existe prima facie una desnaturalización de las garantías 

jurisdiccionales que requiere ser corregida, en el voto de mayoría se debió analizar el 
caso concreto para resolver la desnaturalización de la acción. Respecto a la decisión 
de la Sala, la Corte debió dejar sin efecto ésta y realizar un llamado de atención a la 
Sala por alterar la acción de habeas data al aceptar un recurso para la rectificación de 
datos laborales que aún se encuentran controvertidos. 

 
 
 
 
 
 

  Carmen Corral Ponce                                                  Richard Ortiz Ortiz 
           JUEZA CONSTITUCIONAL                               JUEZ CONSTITUCIONAL 
 
 
Razón: Siento por tal que el voto salvado de los Jueces Constitucionales Carmen Corral 
Ponce y Richard Ortiz Ortiz, anunciado en la sentencia de la causa 151-21-JD fue 
presentado en Secretaría General el 18 de abril de 2024, mediante correo electrónico a las 
12:02; y, ha sido procesado conjuntamente con la sentencia. - Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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Quito, D.M., 25 de abril de 2024  
 

CASO 6-24-TI 
  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

EMITE EL SIGUIENTE 
 

DICTAMEN 6-24-TI/24 
 

S

 
Resumen: sobre el Reconocimiento 

su ratificación, porque su contenido no se ajusta a las causales previstas en el artículo 419 de la 
Constitución. 

 
1. Antecedentes 

 
1. El 25 de noviembre de 2019, en el marco de la Cuadragésima Reunión de la Conferencia 

General de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura celebrada en 
es 

Convención . La Convención está sujeta a 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de otros Estados. 
 

2. El 9 de abril de 2024, Daniel Noboa Azín, en calidad de presidente constitucional de la 
República del Ecuador, remitió el texto de la Convención y solicitó a la Corte 
Constitucional que, previo a su ratificación, emita un dictamen relativo a la necesidad o 
no de aprobación legislativa. 

 
3. El 9 de abril de 2024, se efectuó el sorteo y la sustanciación de la presente causa le 

correspondió al juez constitucional Richard Ortiz Ortiz, quien avocó conocimiento el 17 
de abril de 2024. 

 
2. Competencia 

 
4. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para realizar control previo de 

constitucionalidad y dictaminar si la Convención requiere aprobación legislativa, de 
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 438 número 1 de la Constitución de la 
República, en concordancia con el artículo 419 de la Constitución y artículos 107 número 
1 y 109 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

 
3. Síntesis de la Convención y análisis constitucional 

 
3.1. Síntesis del contenido de la Convención 

 
5. La Convención desarrolla su contenido en seis secciones y determina en su preámbulo, 

de contar con una convención mundial sobre el reconocimiento de las cualificaciones 
relativas a la educación superior para complementar los convenios regionales de la 
UNESCO de reconocimiento de las cualificaciones relativas a la educación superior y 

 
 

6. La sección I (definición de los términos) está integrada por un solo artículo (art. 1) que 
contiene las definiciones de: acceso a la educación superior; admisión en instituciones y 
programas de educación superior; aprendizaje anterior; aprendizaje formal; aprendizaje 
informal; aprendizaje no formal; aprendizaje permanente; aseguramiento de la calidad; 
autoridad competente; autoridad competente en materia de reconocimiento; convenios 
regionales de reconocimiento; cualificación;1 desplazado; diferencias sustanciales; 
educación superior; educación transfronteriza; estudios parciales; evaluación; institución 
de educación superior; marco de cualificaciones; modalidades de aprendizaje no 
tradicionales; movilidad; programa de educación superior; reconocimiento;2 
reconocimiento parcial; región; requisitos; resultados de aprendizaje; sistema de 
educación formal; solicitante; solicitante cualificado; titulación conjunta internacional; 
y, unidades constitutivas. 

 

                                                 
1 En atención a la definición prevista en la Convención, se entenderá cualificación de la siguiente forma:
a) cualificación de educación superior: todo título, diploma, certificado o distinción expedido por una 

autoridad competente acreditativo de haber concluido de manera satisfactoria un programa de educación 
superior, o validación de aprendizaje anterior, cuando sea aplicable; b) cualificación que da acceso a la 
educación superior: todo título, diploma, certificado o distinción expedido por una autoridad competente 
acreditativo de haber concluido de manera satisfactoria un programa de educación, o validación de aprendizaje 
anterior, cuando sea aplicable, y que confiere a su titular el derecho de ser tenido en cuenta para su admisión en 

 
2 
competente en materia de reconocimiento la validez y nivel académico de una cualificación de educación 
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7. La sección II (objetivos de la Convención) está integrada por un solo artículo (art. 2) 
que identifica los objetivos de la Convención y, entre otros, señala que este instrumento 
tiene como finalidad: 

 
promover una cultura de aseguramiento de la calidad en las instituciones y los sistemas de 
educación superior y desarrollar las capacidades necesarias para lograr la fiabilidad, la 
consistencia y la complementariedad en materia de aseguramiento de la calidad, marcos de 
cualificación y reconocimiento de las cualificaciones, a fin de apoyar la movilidad 
internacional.  
 

8. La sección III (principios básicos para el reconocimiento de las cualificaciones 
relativas a la educación superior) está compuesta por un solo artículo (art. 3) que 
describe ocho principios que articulan el reconocimiento de las cualificaciones relativas 
a la educación superior. 
 

9. La sección IV (obligaciones de los Estados partes en la Convención) establece un 
catálogo de obligaciones para los Estados partes sobre el reconocimiento de las 
cualificaciones que dan acceso a la educación superior (art. 4); el reconocimiento de las 
cualificaciones de educación superior (art. 5); el reconocimiento de estudios parciales y 
aprendizaje anterior (art. 6); el reconocimiento de estudios parciales y de cualificaciones 
de refugiados y desplazados (art. 7); la información disponible para la evaluación y 
reconocimiento de las cualificaciones de educación superior (art. 8); la evaluación de 
una solicitud de reconocimiento (art. 9); la entrega de información sobre las autoridades 
competentes en materia de reconocimiento (art. 10); y, la posibilidad de exigir requisitos 
adicionales de admisión en programas de educación superior (art. 11). 

 
10. La sección V (estructuras de aplicación y cooperación) contiene cuatro artículos que 

describen los mecanismos, redes y estructuras de cooperación que se podrán emplear 
para aplicar la Convención. De esta forma, se identifican a las estructuras generales de 
aplicación (art. 12); a las estructuras nacionales de aplicación (art. 13); a las redes de 
estructuras nacionales de aplicación (art. 14); y, a la Conferencia Intergubernamental de 
los Estados Partes (art. 15). 
 

11. La sección VI (disposiciones finales) contiene diez artículos y regula la ratificación, 
aceptación o aprobación de los Estados miembros (art. 16); la adhesión (art. 17); la 
entrada en vigor (art. 18); las relaciones entre los Estados partes en la presente 
Convención y las Partes en los convenios regionales de reconocimiento y en otros 
tratados (art. 19); la aplicabilidad de la Convención sobre regímenes constitucionales 
federales o no unitarios (art. 20); la denuncia (art. 21); las funciones del depositario (art. 
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22); las propuestas de modificación (art. 23); el registro en las Naciones Unidas (art. 24); 
y, la autenticidad del texto (art. 25).  
 
3.2. Análisis del instrumento internacional 
 

12. En este primer momento de control constitucional de tratados internacionales, a esta 
Corte le corresponde únicamente determinar si, para la ratificación de la Convención, se 
requiere aprobación legislativa previa (arts. 419 y 438.1 CRE). Por lo tanto, se formula 
el siguiente problema jurídico:  
 
¿La Convención se subsume en alguno de los casos previstos en el artículo 419 de 
la Constitución para requerir, previo a su ratificación, la aprobación por parte de 
la Asamblea Nacional? 
 

13. El artículo 419 de la Constitución prescribe que los tratados internacionales requieren 
aprobación legislativa previa a su ratificación, cuando: 

 
1. Se refieran a materia territorial o de límites.  
2. Establezcan alianzas políticas o militares.  
3. Contengan el compromiso de expedir, modificar o derogar una ley.  
4. Se refieran a los derechos y garantías establecidas en la Constitución.  
5. Comprometan la política económica del Estado establecida en su Plan Nacional de 
Desarrollo a condiciones de instituciones financieras internacionales o empresas 
transnacionales.  
6. Comprometan al país en acuerdos de integración y de comercio.  
7. Atribuyan competencias propias del orden jurídico interno a un organismo internacional o 
supranacional.  
8. Comprometan el patrimonio natural y en especial el agua, la biodiversidad y su patrimonio 
genético. 

 
14. De la revisión del contenido de la Convención sintetizado en el acápite anterior, esta 

Corte constata que sus disposiciones: no se refieren a materia territorial o de límites; no 
establecen alianzas políticas o militares; no contienen el compromiso de expedir, 
modificar o derogar una ley; no comprometen la política económica el Estado 
establecida en el Plan Nacional de Desarrollo a condiciones de instituciones financieras 
internacionales o empresas transnacionales; no comprometen al país en acuerdos de 
integración y comercio; no atribuyen competencias propias del orden jurídico interno a 
un organismo internacional o supranacional; y, tampoco comprometen el patrimonio 
natural, el agua, la biodiversidad o el patrimonio genético. Por lo tanto, la Convención 
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no se subsume en los casos previstos en los numerales 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 del artículo 419 
de la Constitución.3  

 
15. Respecto al caso previsto en el numeral 4 del artículo 419 de la Constitución, esta 

Magistratura verifica que la Convención tiene como objetivo principal facilitar el 
reconocimiento transparente de estudios, títulos y diplomas de educación superior, así 
como la promoción de la educación superior de calidad, la movilidad académica y la 
cooperación internacional. Así, a pesar de que la Convención tiene relación con el 
derecho constitucional a la educación (art. 26 CRE) y a las obligaciones impuestas sobre 
el sistema nacional de educación superior (arts. 350-357 CRE), este instrumento no tiene 
la potencialidad de modificar el régimen de derechos y garantías fundamentales 
reconocidas en la Constitución, pues solamente se refiere al fortalecimiento de 
mecanismos de reconocimiento de cualificaciones y la cooperación en el ámbito de la 
educación superior. De esta forma, tal como lo ha precisado esta Corte, la sola relación 
de un tratado con algunos derechos fundamentales no es una razón suficiente para 
considerar que este deba ser sometido a aprobación legislativa, más aún cuando puede 
haber normativa administrativa que cubra los supuestos del tratado a nivel interno.4 Por 
lo tanto, la Convención tampoco se subsume en el caso previsto en el numeral 4 del 
artículo 419 de la Constitución.  
 

16. De todo lo expuesto, se concluye que el contenido de la Convención no se subsume en 
ninguno de los casos establecidos en el artículo 419 de la Constitución y, en 
consecuencia, este instrumento no requiere aprobación legislativa previo a su 
ratificación. 

 
4. Dictamen 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 
 

1. Dictaminar Convención Mundial sobre el Reconocimiento de las 
Cualificaciones relativas a la Educación Superior

                                                 
3 Véase el dictamen favorable de necesidad de aprobación legislativa 3-23-TI/2
de Reconocimiento de Estudios, Títulos y Diplomas de Educación Superior en América Latina y el Caribe, 

 
4 CCE, dictámenes 002-19-DTI-CC, 26 de febrero de 2019, párrafo 7, y 4-20-TI/20, 23 de septiembre de 2020, 
párrafo 14. 
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casos contenidos en el artículo 419 de la Constitución y, consecuentemente, no 
requiere de aprobación legislativa previo a su ratificación.  

 
2. Devolver Convención Mundial sobre el Reconocimiento de las Cualificaciones 

relativas a la Educación Superior
para que se continúe con el trámite correspondiente. 

 
 
 
 

 
Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 
Razón: Siento por tal, que el dictamen que antecede fue aprobado por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 25 de abril de 2024.- Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni  

SECRETARIA GENERAL 
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Quito, D.M., 11 de abril de 2024  
 

CASO 137-22-IS 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES,  

EMITE LA SIGUIENTE 
 

SENTENCIA 137-22-IS/24 
 

Resumen: La Corte Constitucional desestima una demanda de acción de incumplimiento 
presentada en contra de un auto emitido en el marco de un proceso constitucional de medidas 
cautelares autónomas, luego de verificar que la decisión no es objeto de esta acción, en este caso en 
particular.  

 
1. Antecedentes y procedimiento 

 
1.1. Antecedentes procesales 

 
1. actor

representante del Comité de Empresa de los Trabajadores de la Empresa Pública de 
Exploración y Explotación de Hidrocarburos, Petroamazonas EP- Comité de 
Empresa
Gabriela Llumiquinga Paredes, Edgar Montaña Jaya, Adriana Edith Rivera Pérez, Edin 
Orozco Aguirre, Elva Iza Chango, Iván Charpentier Bowen y Luis Sarango Andrade 

demandados
número 21201-2021-00138. 
 

2. El actor alegó que se estarían vulnerando sus derechos, con sustento en la decisión oral 
dictada por la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos 
dentro de la causa 21U01-2020-00792,1 mediante la cual se dejó sin efecto el acto 
administrativo MDT-DOL-2018-005, a través del que se lo separó del cargo de secretario 
general del Comité de Empresa. Además, alegó que los demandados pretendían disponer 

                                                 
1 El 17 de noviembre de 2020, el actor presentó una acción de protección en contra del Ministerio de Trabajo 
por haber emitido el acto administrativo MDT-DOL-2018-005, mediante el cual se dejó sin efecto su 
designación como secretario general del Comité de Empresa y ordenó que se inscriba una nueva directiva, con 
Gabriela Llumiquinga Paredes como secretaria general y los demás demandados como dirigentes. En primera 
instancia, se negó la acción de protección, sin embargo, el 9 de marzo de 2021, mediante sentencia, la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos aceptó el recurso de apelación, revocó la 
sentencia de primera instancia y dejó sin efecto el acto administrativo. 



Martes 28 de mayo de 2024 Edición Constitucional Nº 364 - Registro Oficial

40 

 
 

                                                 Sentencia 137-22-IS/24
                                   Jueza ponente: Daniela Salazar Marín

 
 

2 
 Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 
            email: comunicacion@cce.gob.ec 

de fondos de los socios del Comité de Empresa mantenidos en su caja de ahorros 
Credifuturo y pasarlos a la caja de ahorro de Petroecuador EP.2  

 
3. El 3 de marzo 2021, la Unidad Judicial Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede 

en el cantón Lago Agrio, provincia de Sucumbíos Unidad Judicial resolvió 
conceder las medidas cautelares y ordenó que los demandados:  

 
SE ABSTENGAN DE REALIZAR GESTIÓN ALGUNA A NOMBRE DE: a) COMITÉ DE 
EMPRESA DE LOS TRABAJADORES DE LA E.P. EXPLORACIÓN 
PETROAMAZONAS EP. (CEPAM); o, b) COMITÉ DE EMPRESA NACIONAL DE LOS 
TRABAJADORES DE LA EMPRESA PÚBLICA DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN 
DE HIDROCARBUROS, PETROAMAZONAS EP; c) CAJA DE AHORRO 
CREDIFUTURO. Lo resuelto por este juzgador se hace extensivo a las personas naturales y 
jurídicas, públicas y privadas a fin que (sic) se dé fiel cumplimiento de lo resuelto en la 
presente resolución. (énfasis en el original).  

 
4. demandada

un recurso de revocatoria.  
 

5. El 15 de marzo de 2021, la Unidad Judicial resolvió revocar la medida cautelar c) pues 
consideró que se demostró que la existencia de la caja de ahorros Credifuturo no depende 
jurídicamente del Comité de Empresa y que la disposición de los fondos no afecta a 
ninguna persona natural o jurídica. Frente a esta decisión, la demandada interpuso recurso 
de apelación.  

 
6. El 14 de julio de 2021, la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de 

Sala de la Corte Provincial recurso de apelación y no 
revocar las demás medidas, al considerar que no existía sustento alguno que pruebe que 
la amenaza se detuvo. Frente a esta decisión, la demandada presentó un escrito mediante 
el cual solicitó nuevamente la revocatoria de las medidas ante la Sala de Corte Provincial, 
la cual fue negada por ilegal e improcedente mediante auto de 5 de octubre de 2021. 

 
7. El 4 de julio de 2022, accionante presentó una acción 

de incumplimiento ante la Unidad Judicial. El 11 de julio de 2022, la Unidad Judicial 

                                                 
2 lumiquinga Paredes, remite un documento a los 
socios, -en calidad de Secretaria General- del CENTEP-CEPAM., a objeto de que los socios firmen una 
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dispuso remitir el caso a la Corte Constitucional junto con el informe sobre sus 
actuaciones y el supuesto incumplimiento.3 

 
1.2. Del proceso ante la Corte Constitucional  

 
8. En virtud del sorteo electrónico de causas realizado el 19 de julio de 2022, el 

conocimiento de la presente causa correspondió a la jueza constitucional Daniela Salazar 
Marín.  
 

9. El 24 de octubre de 2023, en atención al orden cronológico de causas, la jueza 
sustanciadora avocó conocimiento del caso y dispuso a la Unidad Judicial y al Comité de 
Empresa informar a esta Corte sobre el estado del cumplimiento de la resolución de 3 de 
marzo de 2021.  

 
2. Competencia  

 
10. De conformidad con lo establecido en los artículos 436 numeral 9 de la Constitución en 

concordancia con los artículos 162 a 165 de la LOGJCC, la Corte Constitucional es 
competente para conocer y sancionar el incumplimiento de las sentencias, dictámenes y 
resoluciones constitucionales. 
 

3. Argumentos de los sujetos procesales 
 
3.1. Argumentos de la accionante 

 
11. La accionante realiza un recuento de los hechos que dieron origen a la acción de 

protección 21U01-2020-00792 y al proceso de medidas cautelares autónomas de origen. 
Indica que ha solicitado en varias ocasiones que se revoquen las medidas y que se ve 

de 15 de marzo de 2021, se dejen sin efecto 
las medidas dispuestas por la Unidad Judicial y se disponga la sanción correspondiente a 
los jueces que intervinieron en la resolución del proceso de medidas cautelares. 
  

                                                 
3 Posteriormente, el 5 de abril de 2023, 31 de octubre de 2023 y 30 de enero de 2024, la Unidad Judicial solicitó 
que se oficie al Ministerio de Trabajo para que certifique cuál es la conformación de la actual directiva del 
Comité de Empresa, a fin de evaluar la pertinencia de mantener las medidas cautelares otorgadas, conforme se 
verifica en las fojas 220 y 345 del expediente físico, y del expediente electrónico Expel. 
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12. De igual manera, la accionante señala que la Unidad Judicial, a través del proceso de 
medidas cautelares, dispuso la ejecución de una decisión judicial y que:  

 
[e]n virtud de las medidas cautelares concedidas y que hasta la presente fecha persisten, el 
señor Narváez ha realizado actos contrarios a la moral y a la ley, perjudicando intereses de 
los ex Trabajadores de la CEPAM, que oportunamente tomaron la decisión de Disolver (sic) 
el Comité de Empresa y que trato (sic) de impedirse con la concesión de la medida cautelar, 
queriendo desconocerse inclusive una sentencia expedida por la parte de la Unidad Judicial 
de Trabajo con sede en la parroquia Iñaquito del Distrito Metropolitano de Quito atreves (sic) 
de la ejecución defectuosa de una sentencia expedida dentro de una acción de protección y 
que actualmente se encuentra en virtud de una Acción de Incumplimiento sustanciándose en 
la Corte Constitucional.4  

 
3.2. Argumentos del Comité de Empresa 

 
13. En escrito de 31 de octubre de 2023, el actor, en calidad de secretario general del Comité 

de Empresa, realizó un recuento del proceso de acción de protección 21U01-2020-00792 
y del proceso de medidas cautelares autónomas. El actor planteó las razones por las que 
considera que las decisiones dictadas dentro del proceso de acción de protección y en las 
medidas cautelares autónomas no han sido cumplidas, conforme se señala a continuación. 
 

14. Por un lado, señala que existe un incumplimiento de las decisiones por parte de la 
accionante porque inició un proceso voluntario para solicitar la disolución del Comité de 
Empresa y compareció ante el Ministerio del Trabajo que procedió a marginar la 
sentencia dictada dentro del proceso 17371-2021-01012.5 Asimismo, alega que la 
accionante compareció ante el Servicio de Rentas Internas y los bancos General 
Rumiñahui, Pichincha y del Pacífico a realizar trámites y transacciones para los que no 

 
 
15. Por otro lado, el actor indica que existe un incumplimiento por parte de Petroecuador EP 

                                                 
4 En este extracto de su demanda la accionante se refiere a la acción de incumplimiento 64-22-IS/23, la cual ya 
fue resuelta por el Pleno de la Corte Constitucional el 23 de octubre de 2023. La Corte desestimó esta acción, 
declaró que el abogado Jaime Arias Coronel incurrió en abuso del derecho por desnaturalizar la garantía 
jurisdiccional y dispuso que se notifique al Consejo de la Judicatura para que dé inicio a los procedimientos y 
sanciones que correspondan.  
5 Este es el número del procedimiento voluntario iniciado por la accionante con la finalidad de que judicialmente 
se disponga la disolución del Comité de Empresa. El 15 de abril de 2021, la Unidad Judicial de Trabajo con 
sede en el cantón Iñaquito del Distrito Metropolitano de Quito aceptó la petición.  



Martes 28 de mayo de 2024Edición Constitucional Nº 364 - Registro Oficial

43 

 
 

                                                 Sentencia 137-22-IS/24
                                   Jueza ponente: Daniela Salazar Marín

 
 

5 
 Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 
            email: comunicacion@cce.gob.ec 

anteriormente, el actor señala también que ha presentado varias denuncias por los delitos 
de estafa, abuso de derecho e incumplimiento de decisiones legitimas.  

 
16. Por último, el actor solicita que esta Corte declare el incumplimiento del auto de 3 de 

marzo de 2021 y de la sentencia de 14 de julio de 2021, y que disponga cumplir las 
decisiones mencionadas al Ministerio del Trabajo, a la Empresa Pública de Hidrocarburos 
Petroecuador EP; y, a los bancos del Pacífico, General Rumiñahui y Pichincha. 

 
3.3. Argumentos de la judicatura ejecutora 

 
17. Mediante informe de 11 de julio de 2022, Fabián Edgar Torres Armijos, juez de la Unidad 

Judicial, realiza un recuento de los hechos que dieron origen a la solicitud de medidas 
cautelares autónomas, se refiere al contenido de los informes de cumplimiento emitidos 
por la Defensoría del Pueblo e indica que: 
 

[...] se evidencia que ante la delegación otorgada a la Defensoría del Pueblo del Ecuador, 
Delegación de Sucumbíos, la parte accionada no comparece exponiendo su inconformidad 
sustentada, como tampoco lo hace directamente al proceso, omitiendo aportar con elementos 
de convicción sobre la extinción de la amenaza de vulneración de los derechos 
constitucionales, e imposibilitando accionar a la Defensoría, a fin de determinar un posible 
escenario o condiciones fehacientes que den mérito para la revocatoria de dichas medidas 

 
 
18. Para finalizar, el juez de la Unidad Judicial indica que quien debe cumplir las medidas 

medidas cautelares, parti
énfasis del original). 
 

4. Cuestión previa  
 

19. 
de ejecutar las sentencias en materia constitucional que hayan dictado. Subsidiariamente, 
en caso de inejecución o defectuosa ejecución, se ejercitará la acción de incumplimiento 

 
 

20. En el presente caso, la acción de incumplimiento fue remitida a la Corte Constitucional 
a petición de la accionante, quien es una de las demandadas en el proceso de medidas 
cautelares autónomas, y solicita que 
resolución de 15 de marzo de 2021. Previo a verificar si a este Organismo le corresponde 
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pronunciarse sobre el fondo de esta acción, es necesario determinar si la decisión 
constitucional respecto de la cual 

resuelve el siguiente problema jurídico:  
 

4.1. ¿Es objeto de la acción de incumplimiento el auto de medidas cautelares cuyo 
 

 
21. Conforme lo prescriben los artículos 26 y 28 de la LOGJCC, la resolución de medidas 

cautelares no constituye un prejuzgamiento y, por ende, en ninguna circunstancia podría 
declarar la vulneración de derechos constitucionales. En este sentido, la Corte estableció 
que las decisiones judiciales que se dictan en el marco de un proceso de medidas 
cautelares autónomas, en principio, no son sentencias ni dictámenes por lo que, por su 
naturaleza, no son definitivas. Asimismo, la Corte ha mencionado que su vigencia, 
obligatoriedad y ejecución está sujeta a la decisión de los órganos jurisdiccionales 
inferiores, quienes están obligados a garantizar la ejecución, pero también son 
competentes para modificarlas o revocarlas, en función del contexto de cada caso.6

 
22. Sin embargo, la Corte ha determinado que las decisiones provenientes de un proceso de 

medidas cautelares autónomas, excepcionalmente, podrían ser objeto de esta acción 
cuando estén inmersas en decisiones contradictorias (i) o en los casos en los que exista 
un gravamen irreparable que genere la vulneración de derechos constitucionales que no 
pueda remediarse por otras vías procesales (ii).7 

 
23. Sobre el supuesto de existir decisiones constitucionales contradictorias (i), esta Corte 

evidencia que de la revisión integral del expediente no se desprende que exista una 
decisión proveniente de otra garantía jurisdiccional que pueda limitar o restringir la 
ejecución de las medidas dictadas en el auto de 15 de marzo de 2021. De hecho, se 
verifica que existe el proceso de acción de protección 21U01-2020-00792 en el que se 
dejó sin efecto el acto administrativo que designaba la nueva directiva del Comité de 
Empresa y a la accionante como secretaria general, previo a la concesión de las medidas 
cautelares que impiden que la accionante, entre otros individuos, comparezca en 
representación del Comité de Empresa. También, en relación con lo alegado por la 
accionante en su demanda párrafo 12 ut supra  se verifica que, en auto de 14 de enero 
de 2022, la Unidad Judicial, al ejecutar lo dispuesto en la acción de protección, se 

                                                 
6 CCE, sentencia 61-12-IS/19, 23 de octubre de 2019, párr. 27. 
7 CCE, sentencias 65-12-IS/20, 12 de agosto de 2020, párr. 44 y 24-18-IS/21, de 1 de septiembre de 2021, párr. 
22.  
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pronunció sobre la disolución del Comité de Empresa dispuesta en el proceso 17371-
2021-01012.8 Por lo tanto, no se cumple este supuesto como excepción para conocer la 
acción de incumplimiento.  
 

24. Sobre el supuesto de existir un gravamen irreparable (ii), se verifica que la accionante 
a decisión de 15 de 

marzo de 2021 y deje insubsistentes las medidas dictadas en el auto. Al respecto, cabe 
mencionar que los cargos de la accionante no se dirigen a cuestionar el incumplimiento 
o el cumplimiento defectuoso de la decisión, al contrario, pretende que la Corte se 
pronuncie para evitar la ejecución de una decisión constitucional. De modo que los cargos 
esgrimidos en la demanda no corresponden a la naturaleza y objeto de la acción de 
incumplimiento, conforme a lo señalado en la Constitución, la LOGJCC y la 
jurisprudencia de esta Corte pues lo que persigue esta garantía es que las sentencias y 
dictámenes se cumplan, salvo que exista la posible inejecutabilidad de una sentencia.9

 
25. Además, conforme lo indica la Unidad Judicial en su informe párrafos 17 y 18 ut 

supra , la accionante podría interponer un recurso de revocatoria, debidamente 
justificado, ante la judicatura competente para solventar su pretensión. Al ser su 
pretensión contraria a la naturaleza de la acción de incumplimiento y existir otro 
mecanismo para que esta sea conocida, se verifica que tampoco existe un gravamen 
irreparable y, por ende, no se cumple el segundo supuesto como una excepción.  

 
26. Por lo expuesto, esta Corte se abstiene de realizar otras consideraciones, toda vez que no 

procede pronunciarse sobre el fondo del caso.  
 

5. Decisión 
 

27. En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:

 
1. Desestimar la acción de incumplimiento 137-22-IS.  

                                                 
8 
y conociendo que la señora GABRIELA SUSANA LLUMIQUINGA PAREDES, ha iniciado con fecha 26 de 
febrero de 2021, en procedimiento voluntario la disolución del referido comité, en ese entonces como su 
Secretaria General, calidad que la perdió con la sentencia que resuelve el recurso de apelación dentro de la 
presente acción, retrotrayendo sus efectos, actos que se los entienden contrarios a los derechos tutelados aquí, 
y por aquello, se le prohíbe a la referida ciudadana de continuar realizando actos que aunque legales no tendrían 
validez si contradice lo ordenado en  
9 CCE, sentencia 64-22-IS/23, 18 de octubre de 2023, párr. 26.  
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2. Llamar la atención a Telmo Ricardo Yánez Leiva, abogado patrocinador de la 

accionante en el marco de esta acción de incumplimiento.  
 

3. Disponer la devolución del expediente del proceso al juzgado de origen. 
 
28. Notifíquese y archívese. 
 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 
Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 11 de abril de 2024.- Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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Quito, D.M., 25 de abril de 2024  
 

CASO 37-23-IS 
  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

EMITE LA SIGUIENTE 
 

SENTENCIA 37-23-IS/24 
 
Resumen: La Corte Constitucional acepta la acción y declara el incumplimiento de la sentencia de 
apelación dictada dentro de la acción de protección presentada en contra del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Puerto López. La Corte identifica que el mencionado gobierno 
autónomo descentralizado municipal no canceló los valores adeudados al IESS y al BIESS respecto 
del ex trabajador Antonio Alfredo Chancay, incumplió el acuerdo de pago de la compensación y 
liquidación de haberes del accionante, no publicó la sentencia de apelación en su portal web 
institucional y la difundió de forma tardía. 
 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1.  De la acción de protección  
 

1. accionante presentó una acción de 
protección en contra del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón 

GAD 1 En su demanda 
impugnó la falta de respuesta ante su pedido de acogerse a la jubilación ordinaria por 
vejez.2 
 

2. El 20 de agosto de 2021, el juez de la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el 
Unidad Judicial

protección. El accionante apeló esta decisión. El 27 de junio de 2022, la Sala 
Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Manabí 

Sala 3 emitió sentencia en la que aceptó el recurso interpuesto. En consecuencia, 
revocó la sentencia del inferior y declaró la vulneración de los derechos a la atención 
prioritaria, a la jubilación y a la seguridad jurídica del accionante. Como medidas de 

                                                 
1 El proceso fue identificado con el número 13U01-2021-00140.  
2 En la demanda, el accionante solicitó que el GAD: (i) acepte su retiro voluntario con indemnización, (ii) lo 
cese en sus funciones, (iii) cancele sus planillas de afiliación al IESS y (iv) cancele sus planillas de préstamos 
quirografarios adeudadas al BIESS. 
3 En segunda instancia, el proceso fue signado con el número 13113-2021-0010T. 
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reparación, dispuso que el GAD: (i) en el término de diez días pague los aportes del 
IESS y sus 

planillas por concepto de préstamos quirografarios al Banco del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social BIESS  en el término de sesenta días cumpla con el trámite para 
el pago del beneficio por jubilación del accionante y cancele los correspondientes rubros 
y (iii) la difusión y publicación de la sentencia. Finalmente, dispuso que la Defensoría 
del Pueblo realice el correspondiente seguimiento. 

 
1.2. Del proceso de ejecución de la sentencia de acción de protección 

 
3. El 20 de julio de 2022, la Unidad Judicial emitió un auto en el que dispuso al GAD 

cumplir con la sentencia de apelación, caso contrario impondría las sanciones 
correspondientes. El 11 de agosto de 2022, la Defensoría del Pueblo informó a la Unidad 
Judicial que el GAD no remitió información alguna sobre el cumplimiento de la 
sentencia. El 6 de diciembre de 2022, la secretaría de la Unidad Judicial sentó razón de 
que el GAD no dio cumplimiento de la sentencia de apelación. 

 
4. En varias ocasiones y circunstancias, el accionante alegó el incumplimiento de lo resuelto 

que se dé el cumplimiento de la sentencia constitucional.4 
 

5. En auto de 5 de enero de 2023, la Unidad Judicial dispuso que la Defensoría del Pueblo 
indique los nombres de los funcionarios del GAD que no han cumplido con la sentencia 
y se oficie tanto al IESS como al BIESS para que informen si la entidad accionada ha 
cumplido con el pago dispuesto. En escritos de 9 y 18 de enero de 2023, la Defensoría 
del Pueblo y el IESS5 dieron respuesta a lo solicitado. 

 
6. 

                                                 
4 Por ejemplo, en escritos de 15 de septiembre, 5 de octubre y 7 de diciembre de 2022 y de 3 de enero, 17 y 24 
de abril, 5 y 9 de junio de 2023. 
5 Hojas 207 a la 217 del tercer cuerpo de la Unidad Judicial. En el escrito presentado, el IESS informó a la 

encuentra 
junio, julio, agosto, septiembre y diciembre de 2020, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, 

. 
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GAD y la remisión de cop
6

 
7. En escritos de 1 de febrero y 17 de marzo de 2023, el BIESS dio respuesta al auto de 5 

de enero de 2023.7 
 
8. El 28 de febrero de 2023, el accionante presentó una demanda de acción de 

incumplimiento ante la jueza ejecutora en la que solicitó que se remita el expediente y el 
respectivo informe a la Corte Constitucional.8 En auto de 2 de marzo de 2023, la Unidad 
Judicial dispuso la remisión del expediente y del informe a la Corte Constitucional. 

 
9. En auto de 17 de abril de 2023, la Unidad Judicial dispuso el cese de la multa compulsiva 

ya que la misma excedió el monto permitido en el artículo 132 del Código Orgánico de 
la Función Judicial y se constituyó en mora9 al alcalde y al procurador síndico del GAD 
por no haber cumplido con la sentencia.10 

 
10. En auto de 25 de abril de 2023, la jueza ejecutora señaló que realizará una visita in situ 

al GAD para conocer las gestiones que se han realizado para dar cumplimiento a la 
sentencia constitucional emitida. La diligencia se llevó a cabo el 2 de junio del 2023 y en 
la misma se acordó de que el GAD pagaría al accionante el valor de USD 27 824,12 en 
10 meses (cuotas de USD 3478,01) desde julio de 2023. 

 
11. En escrito de 19 de julio de 2023, la Defensoría del Pueblo detalló la diligencia llevada a 

cabo el 2 de junio de 2023 e indicó que el GAD no ha entregado información que permita 
verificar el cumplimiento del acuerdo de pago. El 13 de octubre de 2023, la Defensoría 

 
 

                                                 
6 - La persona que 
incumpla órdenes, prohibiciones específicas o legalmente debidas, dirigidas a ella por autoridad competente en 
el marco de sus facultades legales, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años 
7 Hojas 231 y 261 del tercer cuerpo de la Unidad Judicial. En los escritos presentados por el BIESS, se informó 

 
8 Respecto de la sentencia emitida en segunda instancia de la acción de protección 13113-2021-0010T, se 
encuentra pendiente de resolución la causa 2569-22-JP. 
9 El valor a pagar era de USD 11 250. 
10 En auto de 17 de julio de 2023, la Unidad Judicial dispuso que el Juzgado de Coactiva de la Dirección 
Provincial del Consejo de la Judicatura de Manabí dé inicio al ejercicio de la potestad coactiva pues el 4 de 
julio de 2023 se sentó razón de que el GAD no cumplió con el pago de la multa impuesta. 
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12. En auto de 4 de enero de 2024, la Unidad Judicial otorgó el término de ocho días para 

El 22 de enero de 2024, se sentó nuevamente razón de incumplimiento. 
 

2. Competencia 
 
13. De conformidad con lo establecido en el artículo 436.9 de la Constitución de la República 

del Ecuador, en concordancia con el artículo 163 de la LOGJCC, la Corte Constitucional 
es competente para conocer y resolver sobre el presunto incumplimiento de las 
sentencias, dictámenes y resoluciones constitucionales. 
 

3. Decisión cuyo cumplimiento se discute 
 

14. En la sentencia de apelación se establecieron las siguientes medidas de reparación:
 

I) Disponer que el [GAD], proceda de manera inmediata a pagar todos los aportes que adeude 
al IESS y planillas por concepto de préstamos quirografarios al BIESS, en relación al servidor 
Antonio Alfredo Chancay, cuyo cumplimiento deberá ser informado al Juez de primer nivel 
dentro de un término de 10 días de ejecutoriada la presente sentencia; 
  
II) Disponer que el [GAD], cumpla con el trámite respectivo para el pago del beneficio por 
jubilación que le asista al accionante, debiendo cancelar los rubros respectivos dentro del 
plazo de 60 días una vez validado el expediente por el Ministerio del Trabajo;  
 
III) Como medida de no repetición se dispone que la entidad accionada difunda el contenido 
de la presente sentencia a todos sus servidores públicos y publique la presente sentencia en 
su portal web institucional por el término de 8 días .  
 

4. Argumentos de los sujetos procesales 
 

4.1. Del accionante 
 

15. En la demanda (párrafo 8 supra) y los escritos presentados ante la Corte Constitucional 
el 1 de febrero de 2024, el accionante solicitó la ejecución de la sentencia de apelación y 

celebrada el 2 de junio de 2023 (párrafo 10 supra). En escrito de 12 de marzo de 2024, el 
accionante solicitó la destitución de las autoridades del GAD que han incumplido con la 
sentencia emitida. 

 
4.2. De la Unidad judicial  
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16. El 2 de marzo de 2023, la jueza ejecutora narró los antecedentes de la causa, indicó que 

habría puesto una multa al GAD por el incumplimiento de la sentencia dictada y que 
remitía la causa a la Corte Constitucional a petición del accionante. 
 

4.3. Del GAD 
 

17. En escrito de 29 de febrero de 2024, el GAD señaló lo siguiente: 
 
17.1. 

situación se vería agravada por la falta de asignaciones por parte del gobierno central 
desde noviembre de 2023 y las inundaciones producto de la etapa invernal por lo 
que el 22 de febrero de 2024 se habría declarado al cantón en estado de emergencia
. Para demostrar sus afirmaciones adjunta el resumen de la situación financiera y la 
resolución mediante la cual se declaró a Puerto López en estado de emergencia.
 

17.2. Se han realizado diversos pagos al accionante. Así, adjunta el memorando 
GADMCPL-DF-MMG-120-2024 de 28 de febrero del 2024 que detalla los pagos 
efectuados hasta noviembre de 2023 e informa que está pendiente de pago un valor 
de USD 14 912,09.11 

 
18. En escrito de 8 de marzo de 2024, el GAD: 

 
18.1.Adjunta el detalle de comprobante de pago 15218, de 14 de febrero de 2024, 

mediante el cual se registra el pago de aportes pendientes por los periodos de junio 
a septiembre y diciembre de 2020 y de marzo a noviembre de 2021, cancelado el 29 
de marzo de 2022. También señala que existen las siguientes obligaciones 
patronales en mora: planillas por USD 73 584,85, glosas por USD 105 786,48 y 
títulos de crédito por USD 1 732 436,00; respecto de las que se han celebrado 

 de endeudamiento que 
 

 
18.2.Alega que de los archivos del expediente personal del accionante se desprende que 

la dirección financiera certificó la disponibilidad presupuestaria y la disponibilidad 
                                                 
11 El GAD indicó que le corresponde al accionante, por compensación económica y liquidación de haberes, el 
valor de USD 39 830,00. 
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presente o futura de recursos económicos financieros por el valor de USD 39 830,00 

de noviembre de 2021 se cesó de funciones al accionante y el 6 de diciembre de 
jubilación por edad 

 
 

18.3.Adjunta la impresión del correo institucional de 9 de agosto de 2022, mediante el 
cual se difundió la sentencia de apelación a todos los servidores del GAD. 

 
19. Por lo tanto, el GAD señala en sus escritos que ha dado cumplimiento parcial de la 

sentencia pues la nueva administración recibió una institución con muchas deudas.
 

4.4. Del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
 

20. En escritos de 14 y 15 de marzo de 2024, el IESS informó a esta Corte que el GAD del 

señala que en el año 2023 se han realizad

[GAD] respecto a cómo va a cancelar sus obligaciones patronales para que sus afiliados 
puedan acceder a los beneficios del IES

 
 

4.5. Del Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
 

21. En escrito de 15 de marzo de 2024, el BIESS informó a esta Corte 
Certificado de cumplimiento de obligaciones patronales, que el Empleador [GAD] con 

qui
del primero canceló 5 dividendos de un total de 12, del segundo canceló 20 dividendos 
de 48 y del tercero canceló 19 cuotas de 36. 

 
5. Consideraciones previas 

 
22. Esta Corte, previamente a pronunciarse sobre el fondo de la acción de incumplimiento, 

considera oportuno determinar si en el presente caso se cumplieron los requisitos 
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previstos en el ordenamiento jurídico para su procedencia. La Corte observa que la acción 
de incumplimiento se presentó a petición de la parte afectada y ante la jueza ejecutora.  
 

23. Los requisitos para ejercer la acción de incumplimiento a petición de parte y ante el juez 
ejecutor están previstos en el artículo 164 de la LOGJCC,12 en concordancia con el 
artículo 96 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de la Corte 
Constitucional. Estos son: (i) promover la ejecución de la sentencia constitucional ante 
el juez de instancia, como ejecutor natural; (ii) requerimiento de remisión del expediente 
a la Corte Constitucional y (iii) plazo razonable para requerir la remisión del expediente 
a la Corte Constitucional.13  

 
24. Conforme se desprende de lo expuesto en la sección de antecedentes, una vez emitida la 

sentencia constitucional el accionante exigió el cumplimiento de la sentencia ante la 
Unidad Judicial en varias ocasiones (ver párrafo 4 supra), por lo tanto, se cumple con el 
requisito (i). El 28 de febrero de 2023 el accionante requirió la remisión del expediente a 
la Corte Constitucional (párrafo 8 supra), por lo que cumplió el requisito (ii). Finalmente, 
se verifica que cumplió el requisito (iii), considerando las solicitudes de cumplimiento 
por parte del accionante que iniciaron desde septiembre de 2022 y, la complejidad de las 
medidas a ejecutar, porque la sentencia se emitió el 27 de junio de 2022 (ver párrafo 2 
supra) y la acción de incumplimiento se presentó el 28 de febrero de 2023 (párrafo 8 
supra). Además de que se ha cumplido con el plazo razonable, esta Corte no puede dejar 
de observar que la jueza ejecutora fue diligente al realizar múltiples actuaciones para 
lograr la ejecución de la sentencia (detalladas en la sección 1.2 supra). Por lo tanto, ahora 
corresponde a este Corte analizar el alegado incumplimiento. 
 

6. Planteamiento y resolución del problema jurídico 
 
25. El problema jurídico que se responderá en esta sentencia es el siguiente: ¿Cumplió el 

GAD las medidas de reparación dispuestas en la sentencia de apelación? 
 

                                                 
12 Los requisitos están previstos en los numerales 1 y 2 del artículo 164. Los numerales 3 y 4 regulan la 
presentación de acción de incumplimiento en otros supuestos que no se aplican en el presente caso.    
13 Respecto al requisito (ii), la persona afectada debe solicitar a la autoridad judicial ejecutora que remita el 
expediente a la Corte Constitucional junto con el correspondiente informe. Respecto al requisito (iii), el 
requerimiento de que se remita el expediente a la Corte Constitucional debe ser realizado una vez que haya 
transcurrido un plazo razonable para que la autoridad judicial pueda ejecutar la decisión, de conformidad con 
el artículo 164 de la LOGJCC. El requerimiento de remisión del expediente no puede ser realizado de forma 
inmediata, sino que la parte accionante debe promover el cumplimiento de la decisión ante el juez ejecutor.         
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26. Para establecer si se produjo o no el alegado incumplimiento, a continuación se detallarán 
dichas medidas (en función de la información constante en la sección 3 supra): 

 
26.1.El pago de los aportes que adeude al IESS y las planillas por concepto de préstamos 

quirografarios al BIESS, en relación al servidor Antonio Alfredo Chancay en el 
término de diez días desde la ejecutoria de la sentencia de apelación [pago de 
aportes y préstamos quirografarios al IESS y al BIESS]. 
 

26.2.Cumplir con el trámite para el pago del beneficio por jubilación y el pago del valor 
acordado de USD 27 824,12 en 10 meses [establecida primero en la sentencia y 
modificada en cuanto al término para cumplir en la reunión mantenida el 2 de junio 
del 2023, cumplimiento (i) del pago del beneficio por jubilación y (ii) del 
acuerdo de pago]. 

 
26.3.La difusión de la sentencia de apelación a todos sus servidores y la publicación de 

la sentencia en su portal web por el término de 8 días [difusión y publicación de 
sentencia].  

 
6.1. Respecto del cumplimiento de la primera medida 

 
27. En relación con la primera medida de reparación detallada en el párrafo 26.1 supra [pago 

de aportes y préstamos quirografarios al IESS y al BIESS], esta Corte observa que el 
GAD no ha dado cumplimiento de lo dispuesto en la decisión judicial emitida. Esto 
porque de la revisión del expediente y de los escritos presentados tanto por el IESS como 
el BIESS se observa que existen valores pendientes de pago para ambas instituciones. 
Específicamente, el IESS informó a esta Corte que el GAD no ha señalado cuándo va a 
cancelar las obligaciones patronales pendientes para que sus afiliados puedan acceder a 
los beneficios del IESS, entre los cuales se encuentra el accionante.14 En relación con el 

ero 
canceló 19 cuotas de 36.15 
 

28. En dos ocasiones, el 23 de enero y 5 de marzo de 2024, el juez sustanciador en la presente 
causa dispuso que el GAD remita un informe de descargo debidamente motivado sobre 
los argumentos que fundamentan la acción de incumplimiento. El GAD, en escritos de 

                                                 
14 Hoja 53 del expediente constitucional. 
15 Hojas 69 vuelta a 71 del expediente constitucional. 
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29 de febrero y 8 de marzo de 2024, informó a la Corte que los egresos del GAD son 

aportes, pago de remuneraciones y salarios, demandas laborales, CONECEL y OTECEL) 

 16  
 

29. Por lo expuesto, esta Corte verifica que el GAD incumplió la primera medida de 
reparación ordenada en la sentencia. En consecuencia, esta Corte estima pertinente 
realizar un llamado de atención al GAD por el incumplimiento y recordarle que las 
medidas de reparación integral dispuestas en procesos de garantías jurisdiccionales deben 
ser cumplidas en el término establecido en las sentencias constitucionales.17 

 
6.2. Respecto del cumplimiento de la segunda medida 

 
30. En cuanto a la segunda medida de reparación referida en el párrafo 26.2 supra 

[cumplimiento (i) del pago del beneficio por jubilación y (ii) del acuerdo de pago], 
se advierte que el GAD en su escrito de 8 de marzo de 2024 indicó que el 6 de diciembre 
de 2021 se emitió el informe técnico 

 
 
31. Sin embargo, conforme se estableció en los antecedentes (párrafo 10 supra) el 2 de junio 

del 2023 se llevó a cabo una visita in situ al GAD por parte de la jueza ejecutora debido 
a la falta de respuesta de la institución ante el pedido de información. En dicha diligencia 
se llegó al acuerdo de que el GAD pagaría al accionante el valor de USD 27 824,12 en 
10 meses (cuotas de USD 3 478,01) desde julio de 2023. De la revisión del expediente 
constitucional se constata que se han realizado pagos parciales al accionante y de acuerdo 
al memorando GADMCPL-DF-MMG-120-2024, de 28 de febrero del 2024, se desprende 
que está pendiente de pago un valor de USD 14 912,09 por el beneficio por jubilación y 
liquidación de haberes.18 

 

                                                 
16 Para visualizar el documento, acceder a: 
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J2VzY3JpdG8nLCB1dWl
kOic4ZjcxMTA4Ny1kNGMwLTRjNmMtYjI1Yy0yYTI4NjZiNjk4MzEucGRmJ30=. 
17 LOGJCC, artículo 162; y CCE, sentencias 131-21-IS/23, 19 de julio de 2023, párr. 38; y, 1401-17-EP/21, 27 
de octubre de 2021, párr. 46. 
18 Para visualizar el documento, acceder a: 
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J2VzY3JpdG8nLCB1dWl
kOic1NGYzMWNlYS01NDhiLTQ3YmYtOGNlZS05ZDk2NjcyYTQwZjUucGRmJ30=. 
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32. Por lo expuesto, esta Corte determina que tampoco se ha cumplido con la totalidad del 
pago del beneficio por jubilación del accionante pues existen valores pendientes de 
cancelación. 

 
6.3. Respecto del cumplimiento de la tercera medida 
 

33. En relación con la tercera medida de reparación integral resumida en el párrafo 26.3 supra 
[difusión y publicación de sentencia], esta Corte establece que la medida se dividía en 
dos: (i) la difusión de la sentencia a todos sus servidores y, (ii) la publicación de la 
sentencia en su portal web institucional por el término de 8 días.  
 

34. De la revisión del expediente se desprende que si bien el GAD difundió la sentencia por 
correo electrónico a todos sus funcionarios,19 no existe documento que verifique que la 
sentencia fue publicada en el portal web de la institución por el término de 8 días. Por 
tanto, no se cumplió con la medida (ii). 

 
35. Dicho lo anterior, corresponde verificar si la difusión de la sentencia realizada por el 

GAD constituye o no cumplimiento defectuoso que, de acuerdo con la jurisprudencia de 
esta Corte, sucede al configurarse dos elementos: el retardo en el cumplimiento y la falta 
de justificación para el retardo.20 

 
36. Se debe advertir que la sentencia de 27 de junio de 2022 no concedió un término para que 

se realice la difusión, por ende esta medida debió ser cumplida de forma inmediata.21 No 
obstante, la Corte observa que el GAD cumplió la medida el 9 de agosto de 2022, esto es 
aproximadamente mes y medio después. Al respecto, en el informe del GAD no se 
expresa ningún argumento intentando justificar el retardo en la difusión de la sentencia. 
En consecuencia, esta medida fue cumplida en forma tardía y, por ende, defectuosa, sin 
que el GAD haya presentado una justificación válida sobre dicha tardanza, por tanto, 
corresponde llamar la atención a la señalada entidad pública.         

 
37. En definitiva, esta Corte verifica que el GAD de Puerto López cumplió de manera 

defectuosa por tardía la medida (i).  
 

                                                 
19 Para visualizar el documento, acceder a:  
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J2VzY3JpdG8nLCB1dWl
kOidhNGFkMDI3Yy1iYjM3LTRkNmEtODFkNy1iNDMyNzUzMDYxMGIucGRmJ30=. 
20 CCE, sentencias 87-20-IS/23, 28 de junio de 2023, párr. 102; 56-21-IS/23, 24 de mayo de 2023, párr. 38; y, 
52-17-IS/22, 5 de mayo de 2022, párr. 40. 
21 LOGJCC, artículo 162; y CCE, sentencia 1401-17-EP/21, 27 de octubre de 2021, párr. 46. 
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38. Por lo expuesto, la Corte Constitucional determina que se encuentran incumplidas las 
medidas de reparación dictadas en la decisión judicial dictada dentro de la acción de 
protección 13U01-2021-00140 (renumerada 13113-2021-0010T) con excepción de la 
medida de difusión de la sentencia la cual fue cumplida de manera defectuosa, por tardía.  

       
7. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:

 
1. Aceptar la acción de incumplimiento 37-23-IS. 

 
2. Declarar el incumplimiento de la primera, segunda y tercera medida (únicamente 

sobre la publicación de la sentencia en el portal web institucional) dispuestas en 
la sentencia de 27 de junio de 2022 por parte del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal de Puerto López.  
 

3. Declarar el cumplimiento defectuoso por tardío de la medida de difusión de la 
sentencia emitida, dispuesta en la sentencia de 27 de junio de 2022 adoptada por 
la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de 
Manabí.  

 
4. Realizar un severo llamado de atención al Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal del cantón Puerto López por el incumplimiento de la sentencia 
constitucional emitida dentro de la acción de protección 13U01-2021-00140 
(renumerada 13113-2021-0010T). 

 
5.  Ordenar al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Puerto 

López que: 
 

5.1.Cancele los valores adeudados respecto de su extrabajador, Antonio 
Alfredo Chancay, tanto al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
aportes patronales  como al Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social préstamos quirografarios  en un término improrrogable de 
sesenta días, contados a partir de la notificación de la presente sentencia.  
 

5.2.Cancele a Antonio Alfredo Chancay el valor de USD 14 912,09 por 
concepto de beneficio por jubilación y liquidación de haberes en un 
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término improrrogable de noventa días, contados a partir de la 
notificación de la presente sentencia. 

 
5.3.Publique la sentencia de 27 de junio de 2022 emitida por la Sala 

Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de 
Manabí en su portal web por el término de 8 días, en un término 
improrrogable de diez días, contados a partir de la notificación de la 
presente sentencia. 

 
5.4. A través de su alcaldesa, informe a esta Corte de manera documentada el 

cumplimiento de las medidas dispuestas en esta sentencia en el término 
de cinco días contado a partir del vencimiento del período establecido en 
la decisión del párrafo 5.2.   

 
6. Advertir al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Puerto 

López que ante el incumplimiento de sentencias constitucionales, la Corte 
Constitucional está facultada para imponer las sanciones establecidas en el 
artículo 86 numeral 4 de la Constitución.22 
 

7. Disponer la devolución del expediente al juzgado de origen. 
 
8. Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 
  

                                                 
22 - Las 

 sentencia o 
resolución no se cumple por parte de servidoras o servidores públicos, la jueza o juez ordenará su destitución 
del cargo o empleo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a que haya lugar. Cuando sea un particular 
quien incumpla la s  
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 25 de abril de 2024.- Lo certifico. 
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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Quito, D.M., 18 de abril de 2024 
 

CASO 142-23-IS 
    

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES, 

EMITE LA SIGUIENTE 
 

SENTENCIA 142-23-IS/24 
 
Resumen: La Corte Constitucional determina que la acción de incumplimiento no es idónea para 
conocer el cuestionamiento realizado por la entidad accionante a la providencia que niega la solicitud 
de aclaración presentada en contra del auto que aprueba el informe pericial que cuantificó el monto 
de la reparación económica, cuando en el momento procesal oportuno se omitió impugnar el informe 
pericial. 
 

1. Antecedentes procesales  
 
1. El 23 de noviembre de 2021, Raúl Romero Murillo Parrales demandante presentó 

una demanda de acción de protección1 en contra de la Universidad Laica Eloy Alfaro de 
Manabí ( ).2    

 
2. El 21 de diciembre de 2021, la Unidad Judicial Civil ( ) con sede en el 

cantón Manta aceptó la acción de protección y ordenó: (i) que la ULEAM emita a favor 
del legitimado activo el nombramiento de docente en la cátedra de otorrinolaringología 
como profesor titular auxiliar a medio tiempo y (ii) que una vez ejecutoriada la sentencia 
se remita el caso a la jurisdicción contenciosa administrativa para que se determine el 
monto de pago de los haberes dejados de percibir. 

 
3. El 24 de febrero de 2022, la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial 

y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Manabí negó el recurso de apelación 
interpuesto por la ULEAM y confirmó la sentencia de primera instancia.  

 

                                                 
1 En la demanda alegó que ganó un concurso público de méritos y oposición en la ULEAM para el cargo de 
profesor auxiliar a medio tiempo. Expuso que no se le extendió el nombramiento respectivo y en su lugar en el 
mes de septiembre de 2014 se lo contrató bajo la modalidad ocasional. Esta modalidad de contratación se 
mantuvo hasta febrero de 2018. En esta fecha se lo desvinculó.   
2 Proceso 13337-2021-01930. 
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4. El 15 de septiembre de 2022, el Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario con 
TCAT ejecución de reparación 

económica.3 
 
5. El 31 de enero de 2023, el TCAT corrió traslado a las partes con el informe pericial y 

concedió el término de tres días para que se pronuncien sobre la presentación y contenido 
del informe y el 28 de febrero de 2023, la secretaria relatora del TCAT sentó razón de que 
la parte demandada no se pronunció respecto al traslado del informe.   

 
6. El 3 de abril de 2023, el TCAT aprobó el informe pericial y determinó que el valor que 

corresponde al legitimado activo es de USD 56 059,85. La ULEAM solicitó aclaración de 
este auto.   

 
7. En auto de 5 de junio de 2023, el TCAT negó el pedido de aclaración presentado en contra 

del auto 3 de abril de 2023 y dispuso que se remita el expediente a la Unidad Judicial a 
fin de que se ejecute la reparación económica. En auto de 1 de agosto de 2023 negó la 
solicitud de revocatoria presentada por la ULEAM en contra del auto de 5 de junio de 
2023.    

   
8. El 11 de octubre de 2023, Marcos Tulio Zambrano Zambrano, en calidad de rector y 

representante lega entidad accionante
Constitucional una acción de incumplimiento. 

 
2.   Competencia 

 
9. De conformidad con lo establecido en los artículos 436 numeral 9 de la Constitución de 

la República en concordancia con los artículos 162 al 165 de la LOGJCC, la Corte 
Constitucional es competente para conocer y sancionar el incumplimiento de las 
sentencias, dictámenes y resoluciones constitucionales. 

 
3. Argumentos de los sujetos procesales 

 
3.1. Entidad accionante 

 
10. La entidad accionante realiza un recuento de algunas de las actuaciones realizadas dentro 

del proceso de ejecución de reparación económica: 
 

                                                 
3 Proceso 13802-2022-00417. 
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i) El 10 de noviembre de 2022, el TCAT designó como perito a William David 
Alonso Gracia.  

ii) El 15 de diciembre de 2022, el perito presentó su informe y determinó que el valor 
que debe recibir el demandante es de USD 64 000,74.  

iii) El 19 de enero de 2023, el TCAT dispuso a la actuaria que certifique si el informe 
fue presentado dentro del término de ley.  

iv) 

La entidad accionante señaló que la razón es errónea en cuanto al mes y el año. 
v) El 31 de enero de 2023, el TCAT tomó nota de la razón de la actuaria y corrió 

traslado a las partes por el término de tres días para que se pronuncien sobre la 
presentación y contenido del informe pericial pese a que no lo señala la entidad 
accionante, cabe precisar que el 28 de febrero de 2023, la actuaria sentó razón en 
el sentido que la ULEAM no se pronunció con respecto al traslado del informe 
pericial .  

vi) El 3 de abril de 2023, el TCAT aprobó el informe pericial y determinó que el valor 
que debe recibir el demandante es de USD 56 059,85 descontando los valores 
que corresponde pagarse al IESS .  

vii) El 5 de junio de 2023, el TCAT negó la aclaración presentada por la ULEAM en 
contra del auto de 3 abril de 2023.    

         
11. La entidad accionante alega que en la solicitud de aclaración (referida en el numeral vii 

del párrafo previo) se opuso al informe pericial y adjuntó documentación a efectos de 
evidenciar que la liquidación es errónea y que no cabe el cálculo de intereses por mora. 
Esgrime que el TCAT negó la solicitud de aclaración con base en sentencias 
constitucionales que no son aplicables a su caso. Menciona que el TCAT no identificó la 
regla de precedente contenida en las sentencias de la Corte Constitucional y no justificó 
por qué serían aplicables a su caso. Considera que el TCAT manda a pagar intereses por 
mora sin que consten en la sentencia constitucional y sin que exista demora. Afirma que 
el pago de intereses les causaría un perjuicio de USD 11 000,00. 

 
3.2. Informe del TCAT  

 
12. Mediante escrito presentado el 29 de enero de 2024, comparece Elizabeth Izquierdo 

Duncan, jueza del TCAT. Realiza una cita de las providencias emitidas por el Tribunal 
Contencioso Administrativo y Tributario en las que dicho Tribunal contestó los distintos 
pedidos de la ULEAM. Afi
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4. Consideraciones previas 
 

13. Este Organismo observa que el fundamento contenido en la demanda de acción de 
incumplimiento se dirige a cuestionar la providencia que negó la solicitud de aclaración 
presentada en contra del auto que aprobó el informe pericial y cuantificó el monto de la 
reparación económica. Por lo tanto, esta Corte plantea el siguiente problema jurídico: El 
cuestionamiento a una providencia que niega la solicitud de aclaración presentada en 
contra del auto que aprueba el informe pericial que cuantificó el monto de la reparación 
económica, cuando en el momento procesal oportuno no se impugnó el informe pericial, 
¿puede resolverse a través de una acción de incumplimiento? 

 
14. El artículo 436 numeral 9 de la Constitución de la República reconoce como parte de las 

que 
la acción de incumplimiento constituye una acción subsidiaria que procede ante una 
inejecución o ejecución defectuosa de la sentencia o dictamen constitucional.  

 
15. La Corte precisó que el alcance de la mencionada acción es proteger a las personas ante 

el incumplimiento total o parcial de obligaciones concretas dispuestas en una decisión 
constitucional, es decir, garantizar la tutela judicial efectiva de las partes procesales en 
relación con la ejecución integral de las decisiones dictadas en materia constitucional.4 Al 
resolver la acción de incumplimiento corresponde a este Organismo verificar el 
cumplimiento integral de las disposiciones ordenadas en las resoluciones cuyo 
cumplimiento se exige.5 También es cierto que esta Corte en sentencias de acción de 
incumplimiento se ha pronunciado, por ejemplo, sobre cargos relacionados con la 
inejecutabilidad de las medidas de reparación6 o sobre las actuaciones adoptadas en fase 
de ejecución de una sentencia constitucional que devienen en una modificación de las 
medidas de reparación ordenadas inicialmente.7 No obstante, tal análisis se lo ha realizado 
en el contexto de una pretensión de cumplimiento de una sentencia constitucional.8

 
16. De los argumentos reseñados en los párrafos 10 y 11 supra, se advierte que la entidad 

accionante cuestiona la providencia emitida por el TCAT que negó el pedido de aclaración 
presentado en contra del auto que aprobó el informe pericial y determinó el valor a pagarse 
al legitimado activo. Este cuestionamiento se sustenta en que la jurisprudencia que citó 

                                                 
4 CCE, sentencia 4-19-IS/22, 8 de junio de 2022, párrs. 9 y 18.   
5 CCE, sentencia 20-19-IS/21, 24 de noviembre de 2021, párr. 48. 
6 Ibid.  
7 CCE, sentencia 46-12-IS/20, 26 de agosto de 2020, párrs. 63, 64 y 70. 
8 CCE, sentencia 64-22-IS/23, 18 de octubre de 2023, párr. 24. 
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dicho tribunal no es pertinente y que no identificó las reglas de precedentes contenidas en 
las sentencias constitucionales en las que se subsumiría el patrón fáctico de la causa. La 
demanda de acción de incumplimiento se sustenta en una presunta vulneración del derecho 
a la seguridad jurídica.  

 
17. Los argumentos formulados por la entidad accionante se alejan del objeto de la acción de 

incumplimiento ver párrafos 14 y 15 supra , pues no persiguen una ejecución integral 
de la decisión. Por el contrario, la demanda responde a una inconformidad con cierta 
decisión del TCAT la que negó la solicitud de aclaración  por considerar que esta 
vulneraría derechos constitucionales.  

 
18. En definitiva, los argumentos esgrimidos no se dirigen a cuestionar el incumplimiento o 

el cumplimiento defectuoso de una sentencia constitucional.  Esta Corte precisa que vía 
acción de incumplimiento no cabe cuestionar el informe pericial emitido en fase de 
ejecución de una sentencia constitucional y tampoco procede corregir la cuantificación 
económica realizada por la jurisdicción contencioso administrativo y mucho menos 
determinar la vulneración de un derecho constitucional en el auto que cuantifica la 
reparación económica.  

 
19. Por lo expuesto, esta Corte responde al problema jurídico planteado en el sentido de que 

el cuestionamiento realizado por la entidad accionante no es susceptible de ser resuelto a 
través de una acción de incumplimiento.  

 
5. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve:
 

1. Desestimar la acción de incumplimiento 142-23-IS. 
 

2.  Notifíquese, publíquese, devuélvase y archívese.   
 

 
 
 

 
Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela 
Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 18 de abril de 2024.- Lo certifico.  
 

Firmado electrónicamente 
Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 



Martes 28 de mayo de 2024 Edición Constitucional Nº 364 - Registro Oficial

106 



Martes 28 de mayo de 2024Edición Constitucional Nº 364 - Registro Oficial

107 

 

 
 

                                                   
                                          Sentencia 651-19-EP/24             

Jueza ponente: Teresa Nuques Martínez 

 

1 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel. (593-2) 394-1800 
www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

Quito, D.M., 18 de abril de 2024. 
 

CASO 651-19-EP 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR,  
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 
 

 SENTENCIA 651-19-EP/24 
 

Resumen: La Corte Constitucional acepta la presente acción extraordinaria de protección al verificar 
que las sentencias impugnadas vulneraron el derecho al debido proceso en la garantía de motivación. 
En el análisis realizado se evidenció que las judicaturas accionadas determinaron que la vía 
correspondiente sería la administrativa, sin cumplir con el estándar de motivación exigido en los 
casos de garantías jurisdiccionales. 

 
1. Antecedentes procesales 

 
1. El 8 de diciembre de 2017, Gilberto Vélez Córdova, presidente del Comité Pro-

Comité
contra del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Marcelino 

GAD do a la confiscación del bien 
inmueble del Comité conocido como Lote B, pues el GAD habría construido un 
parque en dicho lote sin haber emitido de manera previa la declaratoria de utilidad 
pública y sin haber iniciado el proceso de expropiación de dicho bien; por lo que, al 
omitir el debido proceso, tampoco se habría pagado el justo precio al Comité.1  
 

2. Mediante sentencia de 30 de agosto de 2018, la Unidad Judicial con sede en el cantón 
Unidad Judicial eclaró sin 

lugar la acción.2 En contra de esta decisión, el Comité interpuso recurso de apelación. 

                                                           
1 El Comité alegó que desde 2015, el GAD inició la construcción de un parque mediante contratación 
COTO-GMMM-DP003-2015, publicada el 31 de agosto de 2015, cuya contratación se realizó el 28 de 

xpropiación 

parque ya estaba construido, pues tal construcción finalizó el 16 de septiembre de 2016. No obstante, hasta 
la fecha de la presentación de la demanda no habrían recibido la indemnización correspondiente. Se alegó 
que la 

-2017-00191. 
Del expediente de la Unidad Judicial, se desprende que la declaratoria de utilidad pública se realizó el 19 
de diciembre de 2016 y fue inscrita en el Registro de la Propiedad y Mercantil en el cantón Coronel 
Marcelino Maridueña el 23 de diciembre de 2016. Foja 36 del expediente. 
2 Previamente, la Unidad Judicial ordenó aclarar y completar la demanda en la que el Comité alegó la 
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3. Mediante sentencia de 10 de enero de 2019, la Sala Especializada de la Familia, 

Corte Provincial
declaró sin lugar el recurso de apelación y confirmó la sentencia subida en grado.3 
 

4. accionante
de protección en contra de la sentencia de 10 de enero de 2019 dictada por la Corte 

sentencia de segunda instancia
sentencia de primera instancia  

 
5. El conocimiento de esta causa le correspondió a la jueza constitucional Teresa Nuques 

Martínez4 quien avocó conocimiento mediante auto de 5 de septiembre de 2023 y 
ordenó a la Corte Provincial que remita su informe de descargo, el cual fue ingresado 
mediante escritos de 13 y 19 de septiembre de 2023. Posteriormente, mediante auto 
de 15 de febrero de 2024, la jueza ponente requirió a la Unidad Judicial que remita su 
informe de descargo. Este fue ingresado mediante escrito de 26 de febrero de 2024. 

 
2. Competencia 

 
6. El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver la presente 

acción extraordinaria de protección de conformidad con lo previsto por los artículos 
94 y 437 de la Constitución de la República del Ecuador ( ); 58 y siguientes de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
( ).  

 
3. Alegaciones de las partes 

 
3.1. Del Comité 

 
7. Según el Comité, los derechos constitucionales vulnerados son la seguridad jurídica, 

 

                                                           
amiento de la vía administrativa. En su resolución 

 
3 
infiere q
cobro de dichos valores, no corresponde a una vulneración de derecho constitución [sic] ni mucho menos 
a iniciar una acción constitucional, sino a exigir  
4 La causa fue admitida por el Tribunal de Sala de Admisión conformado por los jueces constitucionales 
Enrique Herrería Bonnet -quien actuó como alterno de la jueza Teresa Nuques Martínez, por ausencia 
temporal-, Daniela Salazar Marín y el entonces juez Hernán Salgado Pesantes, mediante auto de 17 de 
diciembre de 2019. 
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8. sentencias de primer nivel y segundo nivel [...], se esgrime 

entrar a analizar la verdadera vulneración de derechos que se han dado en caso 
 

 
9. Añade que, 

han considerado los argumentos planteados en la demanda inicial y en el recurso de 
apelación presentado, esto es, si ha existido vulneración de [sic] derecho en cuanto el 
[sic] derecho a  
 

10. 
trámite de expropiación, no se ha cumplido con todo el procedimiento como lo 

 eliminado]. 
 

11. También transcribe un fragmento de la sentencia 146-17-SEP-CC. Posterior a ello, 
alega que se vulneró el derecho a la seguridad jurídica debido a que ni la Corte 

v  
 

12. En su demanda, el Comité también alega que el GAD vulneró el derecho a la 
propiedad, al debido proceso, así como también se habría contravenido los artículos 
1, 321 y 323 de la Constitución y 8 y 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos. Esto, debido a que no se cumplió con el procedimiento establecido para la 
expropiación del lote en cuestión. Por lo tanto, a su juicio existiría la confiscación de 
dicho inmueble. Posteriormente, detalla el procedimiento que debió darse y que, a su 
juicio, no se observó. 
 

13. Con base en las consideraciones expuestas, solicita que se declare la vulneración de 

construido un parque dentro del predio afectado [...] sin haberse realizado el trámite 

Protección [sic], entren a un análisis sobre los presuntos derechos constitucionales y 
garantías constitucionales, que se esgrimen en cada acción planteada y no únicamente 

 
 

3.2. De la Corte Provincial 
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14.  
procesales confrontados con las normas constitucionales, internacionales, legales y 

que 

 
 

3.3. De la Unidad Judicial 
 

15. El informe fue presentado por Gina Mora Hidalgo, en calidad de jueza de la Unidad 
Judicial Multicompetente de Naranjito, quien afirmó que no puede pronunciarse al no 
haber resuelto la causa.5 

 
4. Análisis constitucional 

 
4.1. Planteamiento de los problemas jurídicos 

 
16. Conforme al artículo 94 de la CRE, la acción extraordinaria de protección tiene por 

objeto garantizar la protección de los derechos constitucionales y el debido proceso en 
sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. 
 

17. Los problemas jurídicos de una acción extraordinaria de protección se determinan, 
principalmente, en función de los cargos relacionados con la presunta vulneración de 
derechos constitucionales formulados por la parte accionante en contra del acto 
procesal objeto de la acción. Es decir, de las acusaciones que se dirigen al acto procesal 
objeto de la acción por considerarlo lesivo de un derecho constitucional.6 

 
18. Este Organismo ha determinado que un cargo configura una argumentación completa 

si reúne, al menos, los siguientes tres elementos:  
 
(i) una tesis o conclusión, en la que se afirme cuál es el derecho fundamental cuya 
vulneración se acusa; (ii) una base fáctica consistente en el señalamiento de cuál es la 

                                                           
5 El informe fue requerido a la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Naranjito, debido a 
que mediante resolución 16-2020 de 6 de febrero de 2020 se suprimió la Unidad Judicial Multicompetente 

causas que se encuentran en la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Coronel Marcelino 
Maridueña, provincia del Guayas, pasarán a la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón 

https://www.funcionjudicial.gob.ec/www/pdf/resoluciones/2020/016-2020.pdf 
6 CCE, sentencia 1967-14-EP/20, 13 de febrero de 2020, párr. 16; sentencia 752-20-EP/21, 21 de diciembre 
de 2021, párr. 31; y, sentencia 2719-17-EP/21, 8 de diciembre de 2021, párr. 11. 
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acción u omisión judicial de la autoridad judicial cuya consecuencia habría sido la 
vulneración del derecho fundamental; tal acción u omisión deberá ser, naturalmente, un 
aspecto del acto judicial objeto de la acción; y, (iii) una justificación jurídica que muestre 
por qué la acción u omisión judicial acusada vulnera el derecho fundamental en forma 
directa e inmediata. No obstante, si un cargo carece de dichos elementos, no se puede, sin 
más, rechazar el mismo. En aquellos casos, la Corte Constitucional debe realizar un 
esfuerzo razonable para determinar si, a partir del cargo en examen, cabe establecer una 
violación de un derecho fundamental.7 

 
19. En el párrafo 12 supra, se evidencia que el Comité alega la vulneración de varios 

derechos constitucionales. Sin embargo, atribuye dicha vulneración al GAD y no a 
las autoridades judiciales demandadas. De modo que se descarta el análisis de esta 
alegación.  
 

20. Por otro lado, de los cargos restantes se evidencia que la parte accionante afirma como 
tesis la vulneración de los derechos a la seguridad jurídica, a la tutela judicial efectiva 
y a la defensa, no obstante, la base fáctica se centra en una misma cuestión: la falta de 

como a la Unidad Judicial. En consecuencia, bajo el principio iura novit curia se 
observa que el cargo se ajusta a la presunta vulneración del derecho al debido proceso 
en la garantía de motivación, por lo que se lo abordará a través de los siguientes 
problemas jurídicos:8  

 
a. ¿La Corte Provincial vulneró el derecho al debido proceso en la garantía de 

motivación por incurrir en la deficiencia motivacional de insuficiencia al no 
haber verificado la real vulneración de derechos alegada por el Comité? 
 

b. ¿La Unidad Judicial vulneró el derecho al debido proceso en la garantía de 
motivación por incurrir en la deficiencia motivacional de insuficiencia al no 
haber verificado la real vulneración de derechos alegada por el Comité? 

 
21. Toda vez que los cargos se dirigen a las decisiones tanto de primera como de segunda 

instancia, este Organismo encuentra pertinente condicionar el análisis de la sentencia 
de Unidad Judicial, únicamente en el caso de encontrar vulneración en la sentencia de 
Corte Provincial. Esto debido a que, la sentencia de segunda instancia se dicta en 
reemplazo de la decisión emitida en primera instancia, de modo que, si pudiese existir 
alguna presunta vulneración ante la Unidad Judicial, la misma podría ser subsanada y 
resuelta por la Corte Provincial.  

                                                           
7 CCE, sentencia 1967-14-EP/20, 13 de febrero de 2020, párr. 18. 
8  La jueza o juez podrá aplicar una norma distinta a la invocada por los 
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4.2. Resolución de los problemas jurídicos 

 
4.2.1. ¿La Corte Provincial vulneró el derecho al debido proceso en la garantía 

de motivación por incurrir en la deficiencia motivacional de insuficiencia 
al no haber verificado la real vulneración de derechos alegada por el 
Comité? 

 
22. 

en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no 
se explica la pertinencia de su apli
este último, el criterio rector que da cuenta de una argumentación jurídica 
mínimamente completa.  
 

23. Este Organismo ha indicado que el estándar de suficiencia motivacional en garantías 
jurisdiccionales es más alto que en otros procesos. Esto, debido a la naturaleza y el 
imperativo tutelar de las mismas. De manera específica, esta Corte señaló que las y 
los jueces que resuelvan garantías jurisdiccionales deben: 

 
realizar un profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de derechos 
constitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del caso concreto. 

podrán determinar que la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver el asunto 
9 

 
24. Con base en lo expuesto, al momento de resolver una controversia, las y los jueces 

constitucionales deben: 1) enunciar las normas o principios jurídicos en que se funda 
la decisión; 2) explicar la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho; y, 
3) realizar un análisis para verificar la existencia o no de vulneración a los derechos, 
y si en dicho análisis no se determina la existencia de vulneraciones a los derechos, 
sino más bien conflictos de índole infra constitucional, le corresponde al juez 
determinar cuáles son las vías judiciales ordinarias adecuadas para la solución del 
conflicto.10 
 

25. En el caso bajo análisis, el Comité alegó que la sentencia de segunda instancia no 
analizó la real vulneración de sus derechos, sino que se limitó a indicar que la vía para 
sustanciar sus pretensiones era la ordinaria y no la constitucional. 
 

                                                           
9 CCE, sentencia 1158-17-EP/21, 20 de octubre de 2021, párr. 103 y 103.1. 
10 CCE, sentencia 1285-13-EP/19, 4 de septiembre de 2019, párr. 28. 
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26. En este orden, con el objetivo de comprobar si la motivación desarrollada fue 
suficiente, es necesario que se tome nota de cuáles fueron los derechos que el Comité 
expuso en su demanda y en el escrito que completó la misma, como presuntamente 
vulnerados. En esta línea, se verifica que el Comité argumentó la lesión del derecho 
a la propiedad, al debido proceso y a la seguridad jurídica; para lo cual expuso los 
siguientes argumentos: 

 
a. 

presente fecha se h

con trámite alguno de expropiación y declaratoria de utilidad pública de dicho 
 

 
b. Por su parte, respecto del debido proceso y la seguridad jurídica, sostuvo que, 

expropiación, dicho procedimiento no se dio, afectándose a toda una comunidad 
 

 
27. Así, una vez identificados los derechos que el Comité aseveró como los 

presuntamente vulnerados, este Organismo examinará si el razonamiento de la Corte 
Provincial cumplió con el criterio rector de suficiencia motivacional en garantías 
jurisdiccionales. De esta forma, se tiene lo siguiente:11 

 
a. 

 
 
1) [el GAD] reconoce el derecho a la propiedad del Comité Promejoras Acapulco 
sobre el lote de terreno antes referido; 2) Que la Declaratoria de Utilidad Pública, 
de fecha 19 de diciembre del 2016, se da en un momento posterior a la suscripción 

existencia de fondos suficientes para cubrir el pago del Lote de propiedad del 
Comité. 

 

                                                           
11 La sentencia se divide en siete acápites: 1. Jurisdicción y competencia; 2. Validez Procesal; 3. 
Argumentos del recurso de apelación [en esta sección, se transcribe fragmentos del recurso de apelación]; 
4. Análisis de los recaudos procesales; 5. Naturaleza, objeto y ámbito de aplicación de la acción 
constitucional ordinaria de protección; 6. Análisis de los recaudos procesales en relación con los derechos 
constitucionales presuntamente vulnerados; y 7. Resolución. Esta sentencia se referirá únicamente a los 
acápites cuarto en adelante, pues las secciones anteriores refieren a la jurisdicción, competencia y validez 
procesal. 
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b. 
procesales, en el mismo acápite, la Corte Provincial transcribe disposiciones 
jurídicas y extractos conceptuales de sentencias y fallos constitucionales e 
interamericanos. Entre lo que transcribe se encuentran: artículos 17.1, 17.2 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos; 23 de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la sentencia de 22 de agosto 
de 2013 dictada en el caso Mémoli vs. Argentina por la Corte Interamericana de 

Corte IDH 12 la sentencia de 6 de mayo de 2008 
dictada por la Corte IDH en el caso Chiriboga vs. Ecuador; criterios emitidos 
por la Corte Europea de Derechos Humanos sobre la expropiación; el artículo 
21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; los artículos 76, 
66.26, 82, 321 y 323 de la Constitución; y las sentencias 161-15-SEP-CC, 0088-
13SEP-CC y 0007-10-SEP-CC de este Organismo. 
 

c. Luego, en mérito de las premisas que anteceden, la Corte Provincial llega a la 
siguiente conclusión: 

 

de un bien inmueble debe realizarse previa justa valoración, indemnización y 

las disposiciones constitucionales, convencionales y legales, abalizan [sic] la 
potestad del Estado, en este caso particular del Municipio del Cantón [sic] 
Marcelino Maridueña, para declarar de utilidad pública y como consecuencia 
expropiar un área de terreno privado, que estaba destinado para la recreación de 
los moradores de la ciudadela; precisamente fue declarado de utilidad pública y 
expropiado, para construir y adaptar un área de esparcimiento en beneficio de la 
comunidad, a lo que los propietarios no se oponían, pues, así lo evidencian las 
comunicac
que reclama el accionante y los propietarios del terreno declarado como de 
utilidad pública y como consecuencia expropiado, es exclusivamente el 
cumplimiento del pagó [sic] del avaluó [sic] de dicho bien inmueble en el que el 
Municipio ha realizado una obra en beneficio de la propia comunidad. 

 
d. 

cobro de dichos valores, no corresponde a una vulneración de derecho 
constitucional ni mucho menos a iniciar una acción constitucional, sino a exigir 
su pago en las instancias judiciales ordinarias, más aún que en la misma 
resolución se ha establecido que existe la proforma presupuestaria para cubrir 
el valor de lo exprop  

 

                                                           
12 
evidencia que el caso fue resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
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28. En mérito de lo analizado, se puede verificar que la Corte Provincial se limitó a relatar 
el contenido de los documentos que componen el proceso, a citar textualmente varias 
disposiciones normativas y a mencionar las competencias constitucionales y legales 
del GAD respecto de procesos de expropiación; para concluir que no se vulneraron 
derechos constitucionales.  
 

29. Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha sido clara al determinar que la 
era enumeración de las normas 

la fundamentación 

13 
 

30. De lo anteriormente mencionado, se evidencia que la Corte Provincial transcribió, en 
su literalidad, varias normas sin explicar la pertinencia de su aplicación a los 

procesales, lo cual no cumple con los estándares motivacionales establecidos por la 
jurisprudencia constitucional señalados en el párrafo precedente.  
 

31. Respecto del análisis de los derechos constitucionales presuntamente vulnerados, se 
no podría considerarse como una 

pública y como consecuencia expropiar un área de terreno p
encuentre algún análisis autónomo sobre la eventual violación del derecho al debido 
proceso alegada. 

 
32. Si bien la Corte Provincial expuso que el incumplimiento de los requisitos para llevar 

a cabo la expropiación no vulnera los derechos a la propiedad y a la seguridad jurídica, 
se constata que tal exposición no satisface la exigencia de analizar, a profundidad y 
en correlación a los presupuestos fácticos del caso, la inexistencia de vulneración de 
derechos constitucionales, pues no se exponen las razones por las que tales derechos 
no se verían menoscabados. 
 

33. En su lugar, aquellas consideraciones estuvieron dirigidas a reconocer: i) el ejercicio 
de las competencias del GAD en lo que a la expropiación se refiere; ii) la presunta 
finalidad de la obra, que a juicio de la Corte Provincial  

                                                           
13 CCE, sentencia 1158-17-EP/21, 20 de octubre de 2021, párr. 61.1 y 61.2. 
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de los habitantes de la ciudadela a la construcción de la obra. Sin que los tres puntos 
mencionados previamente se compadezcan con la exigencia de analizar la real 
vulneración de los derechos alegados, pues el reconocimiento de la competencia y 
finalidad del ejercicio de la misma, por parte de una autoridad pública, no podría 
considerarse como un análisis de vulneración de derechos.14 
 

34. Al respecto, se recuerda que la mera y llana afirmación de [in]existencia de 
vulneración de derechos no implica su real análisis, pues esto último comprende la 
atención a los argumentos relevantes presentados por la parte accionante lo cual, no 
implica la sola transcripción del contenido de los cargos expuestos por el 
demandante , sino una evaluación expresa y motivada, de manera suficiente, de por 
qué los actos u omisiones impugnados (no) menoscaban el ejercicio de los derechos 
alegados o por qué tal menoscabo estaría justificado. 
 

35. Posteriormente, la judicatura infirió que la pretensión sería exclusivamente el pago 
del inmueble, afirmando que tal reclamación no corresponde a la vía constitucional, 
sin que se analice si tal declaratoria vulneró o no los derechos alegados con base en 
los argumentos expuestos por la parte accionante en su demanda.15 
 

36. Ahora bien, la inferencia de los cargos en una acción sería razonable cuando del caso 
no se obtengan con claridad los alegatos planteados. Sin embargo, cuando aquellos se 
encuentran expresamente establecidos en la demanda, este Organismo no encuentra 
que la inferencia para determinarlos sea razonable, más aún si la resolución del 
problema jurídico solo se fundamentará en dicha inferencia.16 Además, es relevante 
precisar que la claridad de los cargos en la acción de protección no se limitan al 
contenido de la demanda, sino que también debe considerarse lo alegado por las partes 
procesales en la audiencia, por lo que las y los jueces constitucionales deben adoptar 
un rol activo para conocer los hechos que habrían ocasionado las alegadas 
vulneraciones de derechos de las presuntas víctimas. 
 

37. Por su parte, se remarca que la Corte realiza este examen sobre el análisis de la 
judicatura accionada, sin que ello implique un pronunciamiento sobre la corrección o 
incorrección de la decisión.  

                                                           
14 Incluso, cabe notar que, de los antecedentes expuestos en la sentencia impugnada, los puntos señalados 
en el párrafo no habrían sido controvertidos. 
15 Como son el derecho a la propiedad, seguridad jurídica y debido proceso. 
16 Es pertinente recordar que, dada la flexibilidad de las garantías jurisdiccionales, los jueces de instancia 
pueden declarar ex officio la vulneración de derechos que no estén alegados en la demanda. En este caso, 
el pronunciamiento de la Corte se circunscribe únicamente a los casos en los que las judicaturas no analizan 
la real vulneración de derechos alegada por la parte accionante, sino que limitan tal análisis a una inferencia. 
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38. Así, con estas consideraciones, se concluye que la sentencia impugnada vulneró el 

derecho al debido proceso en la garantía de motivación al no analizar la real 
vulneración de derechos y limitar su análisis al reconocimiento legal de las 
competencias del GAD y al cargo que se habría inferido, indicando que aquello 
correspondía ser sustanciado ante la justicia ordinaria. 
 

39. Una vez que se ha determinado que la Corte Provincial vulneró el derecho analizado, 
corresponde resolver el problema jurídico planteado en contra de la sentencia dictada 
por la Unidad Judicial. 

 
4.2.2. ¿La Unidad Judicial vulneró el derecho al debido proceso en la garantía 

de motivación por incurrir en la deficiencia motivacional de insuficiencia 
al no haber verificado la real vulneración de derechos alegada por el 
Comité? 

 
40. Con el fin de evitar redundancia argumentativa, se considerarán los 22 al 24 de esta 

sentencia, sobre la obligación de las y los jueces de motivar la real vulneración de los 
derechos alegados, pues esta exigencia garantiza el carácter tutelar de las garantías 
jurisdiccionales. De modo que se toma nota de la sentencia dictada por la Unidad 
Judicial que, en lo principal:17 
 

a. En el acápite séptimo indicó que en la demanda se alegó la vulneración de los 
derechos a la propiedad y debido proceso al haberse confiscado un bien inmueble 
de su propiedad.  
 

b. En el acápite octavo, refiere que el GAD: 
 

no vulnero [sic] los derechos ya que los bienes de uso público no solamente de 
avenidas calles plazas, parques y demás espacios destinados a la recreación u 
ornato público y promoción turística; si no donde pueden hacer trabajos de 
infraestructura que son en beneficio de la comunidad, y en este caso no se ha 
vulnerado ningún derecho; más sin embargo este juzgador para tener lógica 
jurídica, para mejor resolver pregunta a la parte accionante si agotó el debido 
trámite Administrativo, manifestando a viva voz y en audiencia, que no agotaron 

de Derechos Constitucionales del accionante como presunto afectado; por cuanto 

                                                           
17 La sentencia se divide en nueve acápites: 1. Competencia; 2. Validez del proceso; 3. Antecedentes [en 
esta sección se transcribió parte de la demanda]; 4. Argumentos presentados en audiencia; 5. La 
comparecencia del Estado mediante la Procuraduría General del Estado; 6. Sobre la admisión a trámite de 
la demanda analizada; los acápites: séptimo y octavo se refieren al caso concreto y se tomará nota de ellos 
para su análisis; y 9. Decisión. 
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de los argumentos esgrimidos por el accionante, no se ha comprobado la violación 
de un Derecho Constitucional [sic]. 
 

c. 
instancia administrativa y en caso de existir afectación a un derecho 

. Luego concluyó que la 

 
 

41. De lo expuesto se observa que la Unidad Judicial no analizó la alegada vulneración de 
derechos. Si bien, en principio, establece lo que a su juicio serían las razones por las 
que no se menoscaban los derechos alegados, se evidencia que dicha argumentación 
responde a las razones por las cuales sería exigible el agotamiento de la vía 
administrativa requerida por la judicatura accionada. Por lo que, no se observa 
motivación alguna respecto de la inexistencia de derechos vulnerados, sino que se 
esgrimen razones que, a criterio de la Unidad Judicial, dejan en evidencia el no haber 
acudido a la justicia ordinaria. 
 

42. En consecuencia, se determina que la sentencia dictada por la Unidad Judicial vulneró 
el derecho al debido proceso en la garantía de motivación al no analizar si los derechos 
alegados fueron o no vulnerados. Como se indicó previamente, el estándar exige que 
previo a determinar que la justicia ordinaria es la vía idónea, las y los jueces 

18 Sin embargo, ello no se realizó en este caso. 
 

43. Además de lo expuesto, este Organismo no puede dejar de observar la exigencia de 
agotar la vía administrativa en la controversia de origen. En virtud de ello, se recuerda 

 puede 
19 

 
5. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional 
resuelve:  

                                                           
18 Con excepción de los casos en los que no corresponde realizar tal. Ver, por ejemplo: CCE, sentencia 
1101-20-EP/22, 20 de julio de 2022, párr. 86; sentencia 1178-19-JP/21, 17 de noviembre de 2021, párr. 69; 
sentencia 1178-19-JP/21, 17 de noviembre de 2021; sentencia 165-19-JP/21, 21 de diciembre de 2021, párr. 
19, 20 y 66; sentencia 1329-12-EP/22, 07 de septiembre de 2022; sentencia 1679-12-EP/20, 15 de enero de 
2020, párr. 39; y sentencia 461-19-JP/23, 19 de abril de 2023, párr. 59. 
19 CCE, sentencia 461-19-JP/23, 19 de abril de 2023, párr. 28; sentencia 1754-13-EP/19 de 19 de noviembre 
de 2019, párr. 31. 
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1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 651-19-EP. 

 
2. Declarar la vulneración de los derechos al debido proceso en la garantía de 

motivación ocasionada por la sentencia dictada el 30 de agosto de 2018 por la 
Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Coronel Marcelino 
Maridueña, provincia del Guayas. 
 

3. Declarar la vulneración de los derechos al debido proceso en la garantía de 
motivación ocasionada por la sentencia dictada el 10 de enero de 2019 por la 
Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte 
Provincial del Guayas. 
 

4. Disponer las siguientes medidas de reparación: 
 

i. Dejar sin efecto las sentencias mencionadas en los numerales 2 y 3 de este 
decisorio; 
 

ii. Retrotraer el proceso hasta el momento anterior a la vulneración de 
derechos constitucionales y ordenar que un nuevo juez o jueza de la 
Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Naranjito, 
provincia del Guayas, previo sorteo, resuelva la acción de protección 
presentada.20 

 
5. Devolver los expedientes al juzgado de origen. 

 
6. Notifíquese y cúmplase.  

 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 

                                                           
20 Esta medida se ordena en virtud de que mediante resolución 16-2020 de 6 de febrero de 2020 se suprimió 
la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Marcelino Maridueña, provincia del Guayas. 

sede en el cantón Coronel Marcelino Maridueña, provincia del Guayas, pasarán a la Unidad Judicial 

https://www.funcionjudicial.gob.ec/www/pdf/resoluciones/2020/016-2020.pdf 
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, 
Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz 
y Daniela Salazar Marín, en sesión jurisdiccional ordinaria de jueves 18 de abril de 2024.- 
Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL 
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